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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	07-10799-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial. 


	08-08-07
	INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. 

-Si las consecuencias jurídicas dentro del proceso, específicamente lo relativo al efecto interruptor del cómputo de la prescripción de la acción penal previsto por el numeral 33 inciso e) del Código Procesal Penal, surgen a partir del dictado de la parte dispositiva de la sentencia, o por el contrario ello quedará  reservado hasta que se cumpla con su lectura integral. 



	07-10806-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Gabriela Avila Jones


	08-08-07
	PROCEDIMIENTOS PARA EXPLOTACION MINERA EXIMEN DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL.

-Artículo 39 del Código de Minería. Ley No. 6797, reformado por la Ley No. 8246.

-Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 33777-MINAE

-Artículo 135 y 159 del Reglamento al Código de Minería. 

Se alega que las normas impugnadas crean procedimientos especiales para la explotación minera en los cuales se les exime del requisito de Estudio de Impacto Ambiental. 



	07-10941-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Helberto Moreira González
	10-08-07
	REGISTRO DE SANCIONES EN COLEGIO DE ABOGADOS. 

-Acuerdo número 23-07, punto 2 del 19 de junio del 2007 de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica. Base 07-8479.

El acuerdo impugnado señala que se mantendrá el historial de todas las sanciones impuestas contra los agremiados. Lo anterior con el fin de contar con el respaldo respectivo en caso de que expresamente soliciten dicha información.  Señala que se tienen registradas sanciones de muchos años, aún las que no están vigentes. 



	07-10958-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Arturo Barrantes  Fuentes
	13-08-07
	COMPONENTES DEL SALARIO ORDINARIO COMO BASE PARA EL CÁLCULO DEL MONTO DE PENSION. 

-Artículo 5 de la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional, frase final. Ley No. 7302.

-Artículo 15 del Reglamento a la Ley General de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional. Decreto Ejecutivo No. 33080-MTSS-H.

Se acusa que en la aprobación de su pensión no se tomó en cuanto el componente salarial de “carrera profesional y zonaje, entre otros”



	07-11181-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco A.   Pacheco Fernández

Presidente de la Asamblea Legislativa. 


	16-08-07
	CONVENCION DE DERECHOS DE LOS JOVENES

-Aprobación de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes. Expediente Legislativo No. 16254. 

	07-11182-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco A.   Pacheco Fernández

Presidente de la Asamblea Legislativa. 


	16-08-07
	PROTOCOLO ADICIONAL A LOS CONVENIOS DE GINEBRA.

-Aprobación del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la Aprobación de un signo distintivo adicional. Expediente No. 16297. 

	07-11276-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Felipe Baltodano Valverde
	17-08-07
	NIENGAN PENSION DE LA CCSS

-Artículos 4 y 10 del Nuevo Reglamento del Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico de la CCSS, dictados en relación a la Ley No. 5662. Desarrollo Social y Asignaciones Familiares y a la Ley Constitutiva de la CCSS.  

Niegan pensión del Régimen No Contributivo,  porque otros miembros de la familia ya la tienen. 



	07-11479-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexis Saborío Berrocal
	24-08-07
	LICITACION ABREVIADA

-Artículo 2 inciso h y 45 de la Ley de Contratación Administrativa. 

-Artículos 98, 116, 117 y 136 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 

Las normas impugnadas permiten invitar a un número reducido de oferentes en contracciones con la administración.



	07-11480-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Elena Fournier Solano
	24-08-07
	SENTENCIA DEL TLC

-Sentencia 9469-07 de la Sala Constitucional. 

Sentencia sobre el TLC. Asegura que la mayoría de la Sala actuó negativamente al realizar concesión interpretativa en emisión de criterios no jurídicos, aceptando restricciones a favor del texto del Tratado, lesionando así el artículo 50 de la Constitución. 



	07-11541-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de Alajuela. 
	27-08-07
	AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA AGRARIA.

-Artículo 94 de la Ley de  Tierras y Colonización

-Artículo 44 inciso d) de la Ley de Jurisdicción Agraria. 

Se obliga agotar la vía administrativa de previo a  la interposición de la vía jurisdiccional. 

Base 06-000098-0815-AG.



	07-11599-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Olger Chaves Miranda
	28-08-07
	OMISION DE EMITIR REGLAMENTO

-Por omisión del Poder Ejecutivo de no emitir el Reglamento a la Ley de Pesca y Acuacultura. No. 8436.



	07-11658-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Miguel Villavicencio Brenes

Unión Nacional de Empleados Hospitalarios y Afines. UNEHA.


	29-08-07
	REQUISITOS PARA RECIBIR FONDO DE RETIRO DE LA CCSS. (FRE)

-Artículo 5 del Reglamento del Fondo de Retiro de los Empleados de la CCSS, que reglamenta el artículo 21 de la Ley Constitutiva de la CCSS. 

Se limita recibir la pensión complementaria a que se tengan 55 años de edad y 30 años de servicio.  



	07-11693-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Luis Rojas Montoya
	30-08-07
	INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION EN DENUNCIAS CONTRA NOTARIOS.
-Artículo 164 párrafo 2 del Código Notarial. Ley No. 7764. 

La norma establece que la prescripción se interrumpe por la notificación de la denuncia al notario. Una vez practicado este acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno.



	07-11759-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Masis Mata
	30-08-07
	PRESCRIPCION DE PROCESOS CONTRA ABOGADOS.

- Artículos 78 inciso d) y 87 incisos 3, 4 y 5 del Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho. 

Se acusa que en las normas no se indica concretamente a partir de que momento corre la prescripción. Se indica que el proceso se interrumpirá con la presentación de la denuncia. 



	07-11819-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Morales Martínez
	31-08-07
	SE PROHIBEN DOS ACTIVIDADES REMUNERADAS POR EL ESTADO PARA DIRECTORES MEDICOS.

- Artículo 27 del Decreto Ejecutivo NO. 32333. Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

La norma se impugna en tanto limita a los Directores y Subdirectores Médicos servir en dos cargos en instituciones autónomas, estatales o semi autónomas, aún cuando no exista superposición de horarios. Considera el recurrente que es inconstitucional, entre otros aspectos, porque supera los límites de la ley.  




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	07-05612-0007-CO

Voto 2007-11146
	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federación Red Pro Personas con Discapacidad de Costa Rica en contra del inciso a) del artículo 7 de la Ley contra la Violencia Doméstica, número 7586. Se rechaza de plano la acción.-



	07-05326-0007-CO

Voto 2007-11147
	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Badilla Rojas en contra de la resolución número 3706-E-2006 de las nueve horas con cincuenta minutos del veintinueve de noviembre de dos mil seis del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano la acción.-



	07-04339-0007-CO

Voto 2007-11148


	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Alberto Mesén Araya en contra del Código Procesal Penal, artículos 104 y 105. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-03494-0007-CO

Voto 2007-11149
	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Barahona Melgar en contra del artículo 2 de la Ley 704, Regulación sobre Propiedad y Arrendamiento de Tumbas en Cementerios. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-00911-0007-CO

Voto 2007-11150


	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Antonio Araya Sáenz y otro en contra de los artículos 363 y 360 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-


	07-05688-0007-CO

Voto 2007-11151


	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Rafael Vargas Morales en contra de la Ley de Imprenta número 32 del 12 de julio de 1902. Se rechaza por el fondo la acción.-

Los Magistrados Calzada y Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	06-01062-0007-CO

Voto 2007-11152


	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensora de los Habitantes en contra de las Comisiones en Fondos de Pensiones, artículos 36, 37 inciso 1-b y 40 del Reglamento sobre Apertura y Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario de la Ley de Protección al Trabajador. Se rechaza de plano la acción planteada por irrazonabilidad y desproporcionalidad de las normas reglamentarias impugnadas. Se declara sin lugar en lo demás.-



	05-08608-0007-CO

Voto 2007-11153
	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ADT Security Services Sociedad Anónima, en contra del párrafo segundo del artículo 66 de la Ley número 7727, Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. Se declara sin lugar la acción.-


	05-12789-0007-CO

Voto 2007-11154
	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Arana Puente en contra del artículo 7 del Reglamento de Máquinas de Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del 13 de junio de 1968. Se declara que no es inconstitucional el artículo 7 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del trece de junio de mil novecientos setenta y ocho, en tanto se interprete que se aplica únicamente a los lugares en donde sólo se expendan licores, como bares y cantinas. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Solano y Cruz salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	05-06979-0007-CO

Voto 2007-11155
	01-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Sindical de Trabajadores del Ministerio de Ambiente y Energía en contra del Reglamento denominado Plan de Manejo de Aplicación en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo del 21/005/2003 y el Decreto número 29019-MINAE. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el Reglamento Plan de manejo de aplicación en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo del 21 de mayo del 2003, publicado en La Gaceta No. 114 del 16 de junio del 2003. En lo demás se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-

Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar la acción en todos sus extremos.-



	07-04494-0007-CO

Voto 2007-11156
	01-08-07
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. TACA INTERNATIONAL AIRLINES Sociedad Anónima, en contra de los artículos 156 inciso 3 y 179 de la Ley General de Aviación Civil y el artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 3326 de 25 de octubre de 1973, que es “Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación”. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anulan el inciso 3) del artículo 156 y el artículo 179 de la Ley General de Aviación Civil, así como el artículo 5 del "Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación", que es Decreto Ejecutivo T #3326 de 25 de octubre de 1973. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Notifíquese.-

El Magistrado Mora declara parcialmente con lugar la acción en cuanto se aplica al artículo 5° del Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación a empresas de explotación de servicios aéreos internacionales de transporte público.-

Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	07-00647-0007-CO

Voto 2007-11158


	01-08-07
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Familia de Heredia en lo referente al inciso m) del artículo 98 bis del Código de Familia. Se evacua la consulta judicial en el sentido que el artículo 98, inciso m), del Código de Familia, adicionado por la Ley No. 8101 del 16 de abril del 2001, no resulta inconstitucional en el tanto se interprete que la sentencia vertida en un proceso de filiación con eficacia y autoridad de cosa juzgada admite el recurso extraordinario de revisión en los términos que se indican en la parte considerativa. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-



	07-00431-0007-CO

Voto 2007-11159
	01-08-07
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sergio Chamorro Monge en contra del artículo 403 del Código Civil. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-01099-0007-CO

Voto 2007-11160


	01-08-07
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Emilio Granados Calvo en contra del artículo 138 del Código Electoral. No ha lugar a la gestión formulada.-

	07-005618-0007-CO

Voto 2007-11267
	08-08-07
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gustavo Ramírez Calvo y Giselle Azofeifa Salazar contra los artículos 848 inciso b) y párrafo último y 1402 del Código Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	07-007420-0007-CO

Voto 2007-11268
	08-08-07
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. William Enríquez Peraza contra el Artículo 3, inciso c), del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-



	07-009133-0007-CO

Voto 2007-11269
	08-08-07
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Dinarte Zúñiga contra el Código Municipal, Artículo 74. Se rechaza de plano la acción.-



	07-009279-0007-CO

Voto 2007-11270
	08-08-07
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Odilio Méndez Chaves contra el Código Procesal Civil, artículo 217, último párrafo. Se rechaza de plano la acción.-



	07-008191-0007-CO

Voto 2007-11271
	08-08-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor Elieth Solano González contra el artículo 47 del Reglamento de Pensiones, Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	07-009707-0007-CO

Voto 2007-11272
	08-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Antonio Martínez-Ortíz Casas y Ana Catalina Soto Araya contra el artículo 138 del Código Electoral. Se rechaza por el fondo la acción. 

La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción, con sus consecuencias.-



	07-006888-0007-CO

Voto 2007-11273
	08-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Beatriz Cogollo Girón contra el artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio y el artículo 611 del Código de Comercio. Se rechaza por el fondo la acción.-


	07-008342-0007-CO

Voto 2007-11274
	08-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Agrario de Santa Cruz, Guanacaste en lo referente al artículo 94 de la Ley de Tierras y Colonización y artículo 44 inciso d) de la Ley de Jurisdicción Agraria. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	07-005632-0007-CO

Voto 2007-11275
	08-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta de Constitucionalidad. Defensora de los Habitantes y Alberto Luis Salom Echeverría,  y otros en lo referente al Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-005845-0007-CO

Voto 2007-11276
	08-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Electromecánica Constructora EMCO S.A. contra el artículo 369 de las “Normas Generales de Licitación y Contrato para Obras de Construcción del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados”. No ha lugar a la gestión formulada. Listos los autos, pase esta acción de inconstitucionalidad a la oficina del Magistrado Luis Paulino Mora Mora, a quien por turno corresponde el estudio de fondo de la misma.-

	07-03639-0007-CO

2007-11621
	15-08-07
	A las ocho horas con treinta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente al Proceso de Revisión de Rodolfo Hidalgo Vásquez. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no constituye infracción al debido proceso el hecho de que un juez dicte sentencia condenatoria contra un imputado como resultado de un juicio en donde el Ministerio Público pidió la absolutoria en las conclusiones del juicio oral. Publíquese esta sentencia en el Boletín Judicial.-



	06-03468-0007-CO

2007-11626
	15-08-07
	A las ocho horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yeiner Araya Salazar en contra del artículo 56 incisos d) y f) del Estatuto Social de COOCIQUE R.L. Se declara sin lugar la acción.-


	05-12789-0007-CO

2007-11627
	15-08-07
	A las ocho horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Emilio Arana Puente en contra del artículo 7 del Reglamento de Máquinas de Juegos. Se corrige el error material contenido en la parte dispositiva de la sentencia 2007-11154 de las 14:48 horas, para que en su lugar se lea el por tanto de la siguiente manera y no como erróneamente se consignó: "Se declara que no es inconstitucional el artículo 7 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del trece de junio de mil novecientos setenta y ocho, en tanto se interprete que no se aplica a los lugares donde sólo se expendan licores, como bares y cantinas. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese."-



	07-04912-0007-CO

Voto 2007-11912
	22-08-07
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gas Nacional Zeta Sociedad Anónima, en contra de la omisión de interponer recurso de apelación en el caso del artículo 200 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-


	07-06216-0007-CO

Voto 2007-11913
	22-08-07
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lisandro Mora Herrera en contra del artículo 11 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	07-06287-0007-CO

Voto 2007-11914
	22-08-07
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar López Arias en contra de la Directriz DM 1330-IZ-07 del 13 de febrero de 2007, Ministerio de Salud. Se rechaza de plano la acción.-



	07-07539-0007-CO

Voto 2007-11915
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Enrique Retana Arias en contra del artículo 27 y el Transitorio VI del “Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”, y otros. Se rechaza de plano la acción.-


	07-08824-0007-CO

Voto 2007-11916


	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Bouzid Jiménez y otro en contra del Decreto Ejecutivo número 676-2007 emitido por el Ministerio de Hacienda a las 14 horas del 18 de junio de 2007. Se rechaza de plano la acción. Notifíquese al Ministerio de Hacienda.-

La Magistrada Calzada pone nota.-



	06-14239-0007-CO

Voto 2007-11917
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Pedro Ureña Bonilla en contra del Acuerdo del Presidente de la República número 001-P-2006 publicado en La Gaceta número 101 de 26 de mayo de 2006. Se rechaza de plano la acción.-



	07-01728-0007-CO

Voto 2007-11918
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Danilo Loaiza Bolandi en contra del Párrafo Segundo del Artículo 164 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-09789-0007-CO

Voto 2007-11919
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bosques de Altamira Casa Cero Seis Uno-Ker Jia, Sociedad Anónima, en contra de los artículos 87 y 88 del Reglamento de Registro Público, Decreto Ejecutivo número 26771-J. Se rechaza de plano la acción.-

La Magistrada Calzada pone nota.-



	07-08959-0007-CO

Voto 2007-11920


	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gonzalo Campos Jiménez en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Casación Penal, según la cual, el Tribunal de Juicio puede condenar al imputado, a pesar de que el Ministerio Público solicite absolutoria en las conclusiones del debate oral y público. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-06685-0007-CO

Voto 2007-11921
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vilma María Agüero Vega en contra de la Ley número 7725 de 09 de diciembre de 1997 y contra la interpretación de los artículos 567 y 570 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-04460-0007-CO

Voto 2007-11922
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Díaz Quesada y otro en contra de la Ley de Contratación Administrativa, artículo 27 incisos a), b), c), d), f), g), h), i) y j), Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, artículo 98. Se rechaza por el fondo la acción.-



	07-08954-0007-CO

Voto 2007-11923
	22-08-07
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Alfaro Morera en contra de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Grecia, número 7947 del treinta de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, artículo 1) inciso 2). Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula del inciso 2) del artículo 1 de la Ley No. 7947 del treinta de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, Ley de Impuestos Municipales del cantón de Grecia, la frase que dice "servicios profesionales". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. 

Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	07-05779-0007-CO

Voto 2007-11924
	24-08-07
	A las ocho horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Walter Granados Torres en contra del artículo 133 del Código Municipal. Se rechaza de plano la acción.-

	07-09501-0007-CO

Voto 2007-12359
	28-08-07
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar López Arias en contra del artículo 16 del Decreto Ejecutivo número 11-2007 de 19 de junio de 2007 del Tribunal Supremo de Elecciones (Reglamento para los Procesos de Referéndum). Se rechaza de plano la acción.-

Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y ordenan darle curso.-



	07-08860-0007-CO

Voto 2007-12392
	29-08-09
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Arnoldo Samudio Samudio en contra del artículo 33 inciso c) Ordinal 1 del Reglamento de Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	07-05615-0007-CO

Voto 2007-12393


	29-08-09
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Manuel Ortega Jiménez en contra del artículo 30 del párrafo primero de la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, número 8460 del veinte de octubre de dos mil cinco. Se rechaza de plano la acción.-



	03-04896-0007-CO

Voto 2007-12394
	29-08-09
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de San José en contra del artículo 19 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles y 34, 35 y 36 del Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.-



	07-07649-0007-CO

Voto 2007-12395


	29-08-09
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marvin Rodríguez Varela en contra de la Ley Indígena, su Reglamento, y otras normas. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 6 de la Ley Indígena. Se rechaza de plano en lo demás.-

La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar la acción.-



	07-09336-0007-CO

Voto 2007-12396
	29-08-09
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Pastrana Gutiérrez, como apoderado especial judicial de Constructora Carlos Muñoz Sociedad Anónima, en contra del artículo 3 de la Ley número 7798 del 30 de abril de 1998 “Ley de Creación del Consejo Nacional de Vialidad”. Se rechaza por el fondo la acción.-



	03-11342-0007-CO

Voto 2007-12404
	29-08-09
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra del artículo 26 inciso ch) y d) del Reglamento de Adjudicación de Becas y otros Beneficios de la Universidad de Costa Rica. No ha lugar a la gestión formulada.-



	07-09541-0007-CO

Voto 2007-12405


	29-08-09
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inversiones Sánchez Solera Sociedad Anónima, en contra de los artículos 26, 73, 74, 76, 77 y 124 del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia, publicado en La Gaceta número 242 del 15 de diciembre de 2005. Se rechaza de plano la acción en cuanto impugna los artículos 73 y 74 del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia, publicado en La Gaceta Nº 242 del 15 de diciembre del 2005. Se ordena darle curso en lo demás.-



	07-06410-0007-CO

Voto 12748-07
	31-08-07
	A las catorce horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Maribel Gutiérrez Villalobos en contra de la Directriz de la Fiscalía de Vehículos del Ministerio Público. Se rechaza de plano la acción.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	07-009001-0007-CO
	Alvaro Sagot Rodríguez y Otros, contra el Decreto Ejecutivo número 33769-S del 25 de abril del dos mil siete, publicado en el Diario Oficial La Gaceta número 97 del 22-05-07, en cuanto reforma el inciso 2) del artículo 15 del Decreto Ejecutivo número 32833-S del 03-08-05, que es "Reglamento General de Cementerios".

Resolución de 08:30 horas del 05 de julio del 2007.

Boletines Judiciales No.148, 149 y 150 del 03, 06 y 07 de agosto del 2007 respectivamente.


	REQUISITOS PARA INSTALACION DE CEMENTERIOS

El Decreto se impugna por establecer que el terreno para construir un nuevo cementerio debe ubicarse a una distancia no menor de 200 metros aguas arriba de un pozo o fuente de agua para abastecimiento humano, salvo que se demuestre fehaciente y técnicamente que el proyecto a desarrollar, ubicado a una distancia menor, no causará un impacto negativo a la salud de las personas ni al medio ambiente. Refieren los accionantes que los perímetros de protección son aspectos básicos que deben respetarse sin disminuirlos bajo ningún criterio; sino que más bien se podrían ampliar con estudios técnicos, pero las restricciones y limitaciones por medio de normas que permiten eventuales contaminaciones, no deben permitirse, pues se está hablando de eventuales violaciones a derechos humanos, por lo que la modificación atenta contra el derecho humano a contar con agua potable y la protección genérica al recurso hídrico. Aducen que la modificación contemplada en el Decreto cuestionado, atenta contra el derecho a un ambiente sano y equilibrado, contra el derecho a la salud y la protección del paisaje y otras obligaciones internacionales, pues permitir la reducción de los perímetros de protección a fuentes de agua o de abastecimiento de agua conlleva a una desmejora de la biodiversidad y de la misma vida humana.



	07-07623-007-CO


	José Pablo Sánchez Hernández y Melissa de Guadalupe Láscarez Abarca, en su condición de apoderados especiales judiciales de la Asociación para la Protección Agropecuaria (ASOPROA), contra el artículo 7.3.2, incisos a) y b), así como el párrafo penúltimo, del "Reglamento sobre registro, uso y control de plaguicidas sintéticos formulados, ingrediente activo grado técnico, coadyuvantes y sustancias a fines de uso agrícola" (Decreto Ejecutivo número 33495-MAG-S-MINAE-MEIC del 31 de octubre del 2006).

Resolución de 13:50 horas del 04 de julio del 2007.

Boletines Judiciales No.148, 149  y 150 del 03, 06  y 07 de agosto del 2007 respectivamente.


	USO DE PLAGUICIDAS EN ACTIVIDADES AGRICOLAS

Las normas se impugnan en cuanto -a pesar de: a).- los lineamientos y recomendaciones de los informes FOE-AM 19/2004 de 16-10-04 y FOE-AM 238/2006 de 31-03-06 de la Contraloría General de la República. b).- las opiniones de la Cámara de Insumos Agropecuarios tanto. c).- las oposiciones dadas por El Salvador durante el plazo de consulta internacional del texto; y, d).- las advertencias hechas por funcionarios del Servicio Fitosanitario del Estado del MAG en oficio DIA-R-157 del 6 de octubre del 2006-, el Poder Ejecutivo promulgó la norma impugnada, la que contiene una serie de errores científicos que ponen en peligro la salud pública y la protección del ambiente, específicamente en cuanto a los criterios oficiales para la determinación de la equivalencia del ingrediente activo de grado técnico de los referidos plaguicidas. Según los promoventes, las disposiciones cuestionadas, que le permiten a la autoridad reguladora de los plaguicidas la determinación de la equivalencia de plaguicidas con base en fuentes de referencia con datos incompletos, no son aptas para garantizar una evaluación científica y la correspondiente realización de un análisis de riesgo válido que garantice que el registro de plaguicidas sobre la base de la equivalencia no presente riesgos inaceptables a la salud y al ambiente.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	06-011225-0007-CO

Voto Nº 2007-05268
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Emilio Arana Puente contra el artículo 46, inciso d), del “Reglamento de Patentes Municipales” de la municipalidad de Perez Zeledón.   Boletín Judicial No. 148 del 03 de agosto del 2007.

	04-000777-0007-CO
Voto Nº 2006-17438
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Federico Malavassi Calvo, Meter Guevara Guth, Rolando Alfaro García, Carlos Herrera Calvo y Carlos Salazar Ramirez contra los artículos 21, 26 incisos a), b), c), d) y e), 31, 66 y 79 de la Convención Colectiva del Banco Popular y de Desarrollo Comunal.  Boletín Judicial No. 161 del 23 de agosto del 2007.

	04-002152-0007-CO

Voto Nº 2007-01144
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Federico Malavassi Calvo, Meter Guevara Guth, Rolando Alfaro García, Carlos Herrera Calvo y Carlos Salazar Ramirez contra los artículos 17, inciso f), 19, 125, 126 y 135 de la IV Convención Colectiva de trabajo de la Universidad Nacional.  Boletín Judicial No. 161 del 23 de agosto del 2007.

	04-005845-0007-CO

Voto Nº 2005-06866
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por la Procuradoría General de la República  contra los artículos 92 de la Ley de Reforma Integral de Sistema de pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, N 7531 del 10 de julio de 1995 y 44 del Estatuto del Servicio Civil, ley n 1581 del 30 de mayo de 1953.  Boletín Judicial No. 166 del 30 de agosto del 2007.
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AMBIENTE 

12260-07. ALCANTARILLADO PLUVIAL.  Señala la recurrente que es vecina de la Urbanización IMAS de Los Cuadros de Purral, Arriba de Goicoechea.  Indica que el alcantarillado pluvial que existe en el lugar no sirve y se encuentra obstruido, lo cual provoca que la basura se acumule y el agua inunde la calle, con los consecuentes problemas de contaminación y el peligro para su salud que genera.  Aduce que aún cuando ha solicitado a la Municipalidad recurrida que dé solución al asunto y hasta la Defensoría de las Habitantes le ha ordenado que remedie la situación, el ente corporativo ha hecho caso omiso, por lo que continúan los problemas de contaminación e inundaciones, con peligro de una epidemia de dengue. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación a los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. Se condena a la Municipalidad de Goicoechea, al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en la vía de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
12262-07. MAL FUNCIONAMIENTO DE TANQUE DE TRATAMIENTO DE AGUAS NEGRAS. Alegan los recurrentes que son vecinos del Residencial La Independencia, ubicado en el Brasil de Alajuela y que están siendo afectados pues desde hace cinco años, en el parque se ubica un tanque de captación con una planta de tratamiento de aguas negras que está en mal estado y su funcionamiento es nulo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, al Director del Area Rectora de Salud de Alajuela Uno y a la Alcaldesa Municipal de la Municipalidad de Alajuela, que mientras se pueda ejecutar el presupuesto para realizar las obras proyectadas, deberán coordinar y adoptar otras medidas de manera inmediata a fin de mitigar el daño ambiental que está ocasionando el mal funcionamiento de la planta de tratamiento de la Urbanización La Independencia de Alajuela. CL
12261-07. FALTA RELLENO SANITARIO EN SIQUIRRES. El recurrente acusa que en el Cantón de Siquirres no existe un lugar donde ubicar los desechos, pues no tiene aprobado todavía un relleno sanitario y no se le permite buscar soluciones temporales para depositar la basura que inunda sus calles, lotes, escuelas, comercios y casas, lo que pone en riesgo la  salud de los habitantes, pues la basura en las calles produce todo tipo de enfermedades. Se declara CON  LUGAR el recurso únicamente contra la Municipalidad de Siquirres. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Siquirres,  coordinar e implementar de inmediato las medidas que sean necesarias para procurarse un terreno que se establezca como verdadero relleno sanitario con todos los requisitos legales y reglamentarios. Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad recurrida, si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
11900-07. OTORGAMIENTO DE PATENTE A EMPRESA UBICADA EN ZONA RESIDENCIAL. Señala la recurrente la violación de su derecho fundamental de disfrute de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, contenido en el artículo 50 de la Constitución Política, pues estima que la decisión de la Municipalidad de Tibás de reactivar la patente de la empresa Laquinsa es contraria a derecho y a lo dispuesto por el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, que confirmó la negativa a conceder una nueva patente. Considera que la empresa no debería ubicarse dentro de una zona residencial, pues realiza una labor industrial, además de que almacena materia peligrosa, y de la misma emanan malos olores. Acota que la empresa amparada no cuenta con el certificado de uso de suelo; no obstante obtuvo el Permiso Sanitario de Funcionamiento. Con base en las consideraciones señaladas en la sentencia se dispone declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas, Jinesta y Cruz salvan el voto y acogen parcialmente el recurso contra la Municipalidad de Tibás, ordenándole que de inmediato, inicie los estudios necesarios, para dotar en un plazo razonable al cantón de Tibás, de un Plan Regulador con los reglamentos respectivos. SL
11605-07. CONTAMINACION SONICA QUE GENERA BAR.  Alegan los recurrentes, vecinos de Pilar de San Isidro de Alajuela, que se han enfrentado a un problema de contaminación sónica durante mucho tiempo sin que se vislumbre solución. Acusan que el Bar La Luna  lleva a cabo la actividad de karaoke los sábados y domingos en niveles de sonido más altos de los permitidos. No obstante,  por más que  han acudido ante la Municipalidad del lugar, Ministerio de Salud e incluso ante la Fuerza Pública del Ministerio de Seguridad Pública, no se les ha brindado una solución definitiva al problema, por cuanto los altos niveles de ruido persisten. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, debe la Alcaldesa Municipal de Alajuela así como la Ministra de Salud, realizar las gestiones necesarias para que el local comercial denominado Bar Mirador La Luna se ajuste a lo establecido en el ordenamiento jurídico. Lo anterior en el plazo de quince días a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
11796-07. PLANTA DE TRATAMIENTO EN URBANIZACION. Alegan los recurrentes que las autoridades recurridas no resuelven con celeridad los problemas de funcionamiento y mantenimiento de la planta de tratamiento de aguas fecales de la Urbanización El Castillo conocida como Urbanización San Pablo y es por ello, que los vecinos del cantón central de Cartago, distrito San Francisco, se encuentran expuestos a problemas de salud al generarse malos olores debido al agua sin tratar que discurre a cielo abierto, que se empoza en algunos sitios de la planta y también acusan la lesión al derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, al vertirse dichas aguas en la quebrada El Molino cuyo caudal es depositado en el río Aguacaliente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Cartago, al Presidente del Concejo Municipal de Cartago, a la Ministra de Salud y al Director del Área Rectora de Salud de Cartago, adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de alcantarillado y tratamiento de las aguas negras o fecales en el cantón central de Cartago, distrito San Francisco, Urbanización El Castillo (Proyecto San Antonio). Se ordena al Municipal de Cartago, que proceda en forma inmediata a gestionar una modificación presupuestaria si no se contara con los recursos en este momento, para que dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de esta sentencia, inicie y concluya por cuenta propia la puesta en operación de un sistema adecuado de alcantarillado y tratamiento de aguas negras en el cantón Central de la Provincia de Cartago, distrito San Francisco, Urbanización El Castillo (Proyecto San Antonio). Para lo anterior, se ordena a quien ejerza el cargo de Gerente del Área de Servicios Públicos Remunerados de la Contraloría General de la República que no autorice ningún presupuesto ni modificación a éste, si no incluye la partida respectiva para solucionar el problema existente en el cantón Central de la provincia de Cartago. CL
11800-07. PROBLEMA DE AGUAS PLUVIALES.  Señala el recurrente que su propiedad se inunda constantemente debido a que el flujo de las aguas que provienen del alcantarillado pluvial que cursa desde la calle principal, se desvía hacia la propiedad de la interesada. En su informe, la Alcaldesa Municipal de Desamparados aduce que el problema antes descrito tiene su origen en el entubamiento ilegal de un canal abierto que recogía aguas de las propiedades vecinas, lo que ha hecho que la capacidad de los alcantarillados utilizados no sea suficiente para recibir el caudal que se genera en el sitio. Consta en este caso, que las autoridades Municipales no han adoptado las medidas correspondientes para corregir dicho problema,  a pesar de que tiene conocimiento de dicha situación. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Desamparados. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Desamparados que de inmediato realice mediante una modificación presupuestaria o elabore un presupuesto extraordinario, contemplando la previsión presupuestaria necesaria en el año 2008, para que en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia se adopten las medidas correspondientes para resolver el problema de inundaciones por aguas pluviales que afecta la propiedad de la recurrente. CL
11245-07. PROBLEMAS DE INUNDACIONES POR CAMINO VECINAL. Alega la recurrente que compró una propiedad que en época de lluvias se inunda. Afirma que al tratarse de un camino vecinal, corresponde a la Municipalidad Local la atención y reparación de éste, por lo que se apersonó a la Municipalidad recurrida y habló con la Alcaldesa, quien la remitió ante el Ingeniero Municipal. No obstante lo anterior, a la fecha sólo se le ha visitado, sin que le hayan brindado un plazo prudencial para resolver la situación. Agrega que en la Corporación Municipal le indicaron que el problema planteado era resorte del CONAVI y que iban a mandarle una nota, lo cual nunca se hizo. Finalmente, alega que ya va a comenzar la época de lluvias y no se le ha brindado una solución a su problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Desamparados y al Director Ejecutivo del CONAVI, adoptar inmediatamente las medidas necesarias y ejecutarlas para canalizar las aguas que discurren por los caminos municipal y nacional con los que linda la propiedad de la amparada, a fin de evitarle cualquier menoscabo a su terreno. CL
11155-07. MANEJO DEL REFUGIO DE VIDA SILVESTRE GANDOCA MANZANILLO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento denominado Plan de Manejo de Aplicación en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo del 21/005/2003 y el Decreto número 29019-MINAE. Se acusa que fue derogado el decreto que había ampliado el área comprendida en el refugio silvestre Gandoca-Manzanillo. Se  afirma que se hizo un plan de manejo sin estudio de impacto ambiental. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el Reglamento Plan de manejo de aplicación en el Refugio Nacional de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo del 21 de mayo del 2003, publicado en La Gaceta No. 114 del 16 de junio del 2003. En lo demás se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar la acción en todos sus extremos. CL Parcial
11510-07. REVOCAN SUSPENCION DE CONSTRUCCION DE EDIFICIO DE LA CORTE EN GUAPILES. RESOLUCION INTERLOCUTORIA.  En este caso, el recurrente solicitó como medida cautelar urgente, la paralización de los trabajos de construcción de los Tribunales del Caribe Norte, en razón de que dicha construcción no sólo afecta las nacientes de agua, sino, también, las comunidades que se encuentran al lado norte de la ruta 32. Al respecto, indicó que, de conformidad con lo que al efecto dispone el principio precautorio, debe de tomarse en consideración que los acuíferos ubicados en la zona son de suma importancia para el abastecimiento público del recurso hídrico de los cantones de Guácimo y Pococí. Por sentencia 10822-07, se dispuso suspender las obras de construcción del Edificio de los Tribunales de Justicia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, hasta tanto no se resuelva el mérito del asunto. Notifíquese personalmente al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial y al Director Ejecutivo del Poder Judicial. Mediante esta sentencia se levanta la suspensión de la ejecución de las obras de construcción del Edificio de los Tribunales de Justicia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por el plazo de 45 días naturales, a partir de la comunicación de esta resolución. Notifíquese personalmente al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y Consejo Superior del Poder Judicial, Luis Paulino Mora Mora, o a quien lo sustituya en los cargos y al Director Ejecutivo del Poder Judicial. Los Magistrados Jinesta, Sosto y Abdelnour salvan el voto y ordenan mantener la suspensión de las obras dada la ausencia del estudio hidrogeológico.

11500-07. PROBLEMA DE AGUAS NEGRAS QUE GENERAN VECINOS EN ESCAZU. El recurrente acude en tutela de los derechos constitucionales a la salud y a un medio ambiente sano y equilibrado, reconocidos en los artículos 21 y 50 de la Constitución Política, debido a la omisión de las autoridades de la Municipalidad de Escazú y del Ministerio de Salud de dar una solución definitiva al problema de vertido de aguas negras provenientes de unos apartamentos vecinos. Señala que planteó una queja ante el Concejo y Alcalde Municipales de Escazú para que dieran una solución definitiva al problema y cuatro meses después no se ha hecho nada al respecto. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el quebranto a los derechos a la salud y a un ambiente sano. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Escazú, fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en las órdenes sanitarias números ARSE-RD-061-07, ARSE-RD-061-07, ARSE-RD-062-07, ARSE-RD-063-07, ARSE-RD-064-07, todas de fecha 15 de junio del 2007 y la ampliación del plazo establecida en el oficio del Director del Área Rectora de Salud de Escazú ARSE-D-180-07 de fecha 20 de junio del 2007, con el objeto de brindar una solución definitiva al problema de vertido de aguas negras que aqueja al recurrente y a las restantes personas que firmaron la denuncia presentada el 26 de enero del 2007 ante el Concejo Municipal de Escazú. Se ordena también al Alcalde Municipal de Escazú, lo siguiente: 1) Que una vez que venza el plazo otorgado por el Ministerio de Salud en los documentos antes referidos, verifique que no se produzcan más descargas de aguas negras y servidas en la vía pública. 2) Que ordene las medidas correctivas necesarias en relación con el inmueble que no presenta permiso de construcción registrado en la Municipalidad y está desfogando aguas negras al alcantarillado pluvial, de acuerdo con el oficio del Departamento de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Escazú DU-0298-2007-INTERNO de fecha 12 de junio del 2007. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL
ARBITRAJE
11153-07. EJECUCION DE LAUDO. ARBITRAJE. Acción de Inconstitucionalidad contra del párrafo segundo del artículo 66 de la Ley número 7727, Ley de Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. La norma se impugna en cuanto dispone: "La interposición del recurso no suspenderá el cumplimiento del laudo." Esta disposición permite ejecutar un laudo que no está firme y  no exige  rendir ningún tipo de garantía, lo cual constituye un privilegio odioso para la parte victoriosa. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
12002-07. SOLICITUD DE AUDIENCIA ANTE COMISION LEGISLATIVA. Señala el recurrente que el 26 de abril del 2007, en su condición de Secretario del Conflictos de la Asociación Nacional de Técnicos Profesionales de Tránsito (ANATEPROT) presentó en el Despacho del Presidente de la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, solicitud de otorgamiento de un espacio en la discusión que se lleva acabo por dicha Comisión respecto a la posible reforma a la Ley de Tránsito por las Vías Públicas Terrestres, Ley número 7331.  Así como, en dicho escrito formulo sus oposiciones a las reformas y las razones por las cuales considera necesario ser atendido por la Comisión.  Señala que a la fecha de interposición de este recurso, su gestión no ha sido atendida. Esta Sala respecto a los hechos aquí impugnados sobre la solicitud de una audiencia formulado ante las diferentes Comisiones de la Asamblea Legislativa a efecto de referirse a aspectos que estudia dicha Comisión, se pronunció en la sentencia 1371-94. RP

CIVIL

11921-07.  PLAZO PARA PRESENTAR AGRAVIOS CONTRA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley número 7725 de 09 de diciembre de 1997 y contra la interpretación de los artículos 567 y 570 del Código Procesal Civil. La accionante estima que tales disposiciones son contrarias a lo dispuesto en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, artículo 8 incisos 1) y 2) de la Convención Americana de Derechos Humanos; ello por cuanto al establecer el plazo de tres días para que la parte presente sus agravios contra la sentencia de primera instancia resulta insensato y es violatorio del derecho que tienen todas las personas al ejercicio de una defensa judicial plena y suficiente de sus legítimas pretensiones. Sobre el  tema planteado se cita la sentencia 9080-02. RF
11273-07. CARÁCTER DE TITULO EJECUTIVO DE LAS CERTIFICACIONES DE CONTADORES PUBLICOS AUTORIZADOS.  Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 20 de la Ley Reguladora de la Propiedad en Condominio y el artículo 611 del Código de Comercio.El recurrente sostiene que una certificación de un Contador Público Autorizado nunca podrá constituir la base de un proceso ejecutivo simple o hipotecario, así como tampoco llegarán a constituir prueba idónea como para sustentar un proceso de esa naturaleza, bajo el cual el demandante pueda cobrar lo adeudado. La Sala ha examinado repetidamente el tema del carácter de título ejecutivo que se ha dotado a las certificaciones emitidas por los Contadores Públicos Autorizados.  Se citan las sentencias 8767-00, 3809-00 y 3909-05. RF

COMERCIO
12525-07. CIERRE DE RELLENO SANITARIO POR FALTA DE PERMISOS AL DÍA. Señala el recurrente que la Municipalidad de Alajuela, sin cumplir con la obligación de realizar dos intimaciones consecutivas procedieron a clausurar el Relleno Sanitario Los Mangos,  por cuanto el permiso de funcionamiento se encuentra en trámite de renovación. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 6776-99. SL
11154-07. MAQUINAS DE JUEGOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 7 del Reglamento de Máquinas de Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del 13 de junio de 1968. La norma impugnada prohíbe de manera absoluta la instalación de máquinas para juegos en los lugares donde se expendan licores. Se declara que no es inconstitucional el artículo 7 del Reglamento de Máquinas para Juegos, Decreto Ejecutivo número 8722-G del trece de junio de mil novecientos setenta y ocho, en tanto se interprete que se aplica únicamente a los lugares en donde sólo se expendan licores, como bares y cantinas. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Solano y Cruz salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL
11156-07. IMPIDEN A EXTRANJEROS PARTICIPAR MAYORITARIAMENTE EN SOCIEDADES DE TRANSPORTE AEREO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 156 inciso 3 y 179 de la Ley General de Aviación Civil y el artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 3326 de 25 de octubre de 1973, que es “Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación”. Los artículos se impugnan en cuanto impiden que los extranjeros participen mayoritariamente en el capital social y el control efectivo de las sociedades costarricenses que tengan certificados de explotación aéreos para el transporte de personas, carga y correo; lo cual consideran discriminatorio, contrario a la dignidad humana, al principio de razonabilidad jurídica y a la libertad de empresa. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anulan el inciso 3) del artículo 156 y el artículo 179 de la Ley General de Aviación Civil, así como el artículo 5 del "Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación", que es Decreto Ejecutivo T #3326 de 25 de octubre de 1973. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. El Magistrado Mora declara parcialmente con lugar la acción en cuanto se aplica al artículo 5° del Reglamento para el Otorgamiento de Certificados de Explotación a empresas de explotación de servicios aéreos internacionales de transporte público. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
CONTRATOS O LICITACIONES
11922-07. LICITACIONES ABREVIADAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley de Contratación Administrativa, artículo 27 incisos a), b), c), d), f), g), h), i) y j), Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, artículo 98. Las normas se impugnan en tanto limitan la oportunidad de participar a las demás personas jurídicas y naturales en las llamadas licitaciones abreviadas, puesto que sólo participan un número reducido de cinco a tres oferentes. Además, en cuanto al artículo 27 de la Ley señalan que se limita aún más la posibilidad de que las contrataciones administrativas se celebren mediante el procedimiento de la licitación pública, por los altos montos que se establecen. El tema planteado en esta acción de inconstitucionalidad, ya fue resuelto por la Sala, mediante la sentencia 2007-06329. En relación con el artículo 27 impugnado, en cuanto a que los montos establecidos son muy elevados, consta que fueron modificados. RF
DERECHO A LA EDUCACIÓN

12715-07. CIERRE DEL CODIGO DE INGLES EN ESCUELA PÚBLICA.  Alegan las recurrentes que durante todo el curso lectivo 2006 y a inicios del presente curso, los alumnos de la Escuela San Martín de San José de la Montaña, contaban con una Profesora de enseñanza de Ingles. Sin embargo, a partir del 14 de marzo, la autoridad recurrida revocó el nombramiento de dicha profesional, por la supuesta disminución de matrícula, lo cual lesiona el derecho a la educación de los menores. Consta en este caso, que la interrupción del proceso educativo que sufren los amparados, es injustificada, pues las autoridades recurridas no lograron acreditar la disminución de matrícula a la que atribuyen su decisión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro y Directora General de Personal, ambos del Ministerio de Educación Pública,  proceder de inmediato a tomar las medidas necesarias, para que los estudiantes de la Escuela San Martín de San José de la Montaña de Heredia, continúen recibiendo la enseñanza del idioma inglés. CL
12730-07. ORDENAN NOMBRAMIENTO DE PROFESOR. Manifiesta que es estudiante del Colegio Técnico Profesional de General Viejo, Dirección Regional de Pérez Zeledón y cursa el undécimo año en la especialidad de dibujo arquitectónico.  Señala que en cuanto regresó de vacaciones de quince días se nombró otra persona, quien además de haber presentado diversas incapacidades que le impidieron dar lecciones, solicitó un permiso sin goce de salario por lo que queda del curso lectivo, el que fue autorizado por los accionados, quienes no han tomado las medidas necesarias para nombrar un profesor en esa especialidad, lo que afecta su derecho fundamental a la educación, al comprometerse la continuidad del servicio educativo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que debe tomar en forma inmediata las medidas para designar al docente de dibujo arquitectónico en el Colegio Técnico Profesional de General Viejo de Pérez Zeledón. CL
12258-07. NIEGAN ACCESO A EDUCACION A MENOR DE EDAD POR SER ILEGAL. Señala la recurrente que su hija es una niña de 4 años de edad que sufre discapacidad y, en virtud de sus necesidades especiales, fue referida por los médicos especialistas del Hospital Nacional de Niños  a la Escuela de Rehabilitación de Pozos de Santa Ana. Sin embargo, la Directora de ese Centro Educativo se rehúsa a admitirla en primaria, alegando que no tiene sus documentos migratorios al día, ni su seguro social. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el quebranto al derecho a la educación de la amparada. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
11399-07. REQUISA A ESTUDIANTE. PRUEBA ANTIDOPING. Señala el recurrente que en el Centro Educativo privado en donde estudia su hijo, fue sometido a una requisa para comprobar unos rumores que existen respecto a que posee drogas para consumo y la venta. Asimismo, demandó amparo del derecho a la educación del menor por la decisión del Centro Educativo de rescindir el contrato de estudios por su negativa de someter a su hijo a un examen de orina para determinar si consume drogas. En este caso, consta que la diligencia se desarrollo en el marco del más absoluto respeto a la dignidad del estudiante, con la debida explicación del motivo del acto y sin trascender en ningún momento el ámbito de su intimidad y voluntad. Sobre la revisión de maletines y mochilas de los estudiantes se cita el voto 8027-04.  Consta  también que la matricula le había sido condicionada a una prueba antidoping. Entre otras razones dadas en la sentencia, se indica que si bien lo dispuesto resulta gravoso para el educando, al punto que podría pensarse que atenta contra el interés superior del menor, no puede desconocerse que la institución recurrida tiene la obligación de  garantizar el derecho de toda la población estudiantil a realizar su desarrollo académico en un ambiente sano y respetuoso del ser humano. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
11902-07. NIEGAN INFORMACION DEL BANCO CENTRAL. Alega el accionante que en ejercicio del control ciudadano, solicitó al Gerente General del Banco recurrido le facilitara una copia digitalizada del consecutivo, tanto de los trabajos elaborados por la Asesoría Jurídica como de la Gerencia de ese banco, durante el período comprendido del diecisiete de mayo del dos mil cuatro a la fecha, para lo cual le adjuntó varios discos compactos de almacenamiento de datos.  Indica que a pesar de que la información solicitada es pública, por oficio AJ.450-2007 de quince de mayo pasado, la Asesoría Jurídica le comunica que no se le va a dar la información solicitada y que debía indicar cual es la documentación y la información de interés público que se le debía entregar, lo cual le es imposible cumplir sin tener acceso a la información solicitada.  Ante ello, el veintitrés de mayo reiteró su solicitud de información, ante lo cual, el catorce de junio, por oficio AJ-571-2007, la Asesoría Jurídica bancaria le indicó que su petición se estaba analizando y estudiando para determinar la procedencia o no de su requerimiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General, y al Director de la Asesoría Jurídica, ambos del Banco Central realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro de un plazo razonable contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde al amparado la información solicitada por éste el dieciséis de marzo de dos mil siete y el veintidós de mayo de dos mil siete, en el entendido de que únicamente se le debe entregar al interesado aquella información que pueda catalogarse como de carácter público, bajo su responsabilidad. CL
11822-07. NIEGAN ACTAS DE COMISION QUE EVALUA LA DIRECCION NACIONAL DE PENSIONES. El recurrente estima vulnerados sus derechos fundamentales, particularmente su derecho de acceso a la información pública, consagrado en el artículo 30 de la Constitución Política, debido a que en su condición de Secretario General y representante legal de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo (Afumitra) el 24 de abril de 2007, solicitó al Ministro de Coordinación Interinstitucional recurrido, que le suministrara copia de todas y cada una de las actas o minutas de las reuniones de avance de la Comisión que analiza la problemática por la que atraviesa la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sin embargo, mediante oficio número MCI-177-2007 del 2 de mayo de 2007, el recurrido le contestó que estima que “no existe deber de dar publicidad o acceso a terceros a los documentos internos y preparatorios de trabajo de dicha Comisión” y que por ello, “puede excluirse legítimamente su divulgación, máxime cuando esta Comisión no ha rendido siquiera su informe final al Consejo de Gobierno. Por lo que en el tanto la decisión final no sea adoptada, la Administración puede restringir legítimamente el acceso a esos documentos”. Se declara con lugar el recurso por violación a lo dispuesto en los artículos 27, 30 y 41 de la Constitución Política. Se ordena al Ministro de Coordinación Interinstitucional, proporcionar en el plazo improrrogable de diez días, contado a partir de la notificación de esta sentencia –a costa del petente-, la información requerida por el recurrente, en su condición de Secretario General y representante legal de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo (Afumitra), el 24 de abril de 2007, con exclusión de la información confidencial que pueda contener y asimismo se le ordena que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva el recurso de reposición presentado por el recurrente el 14 de mayo pasado, y le notifique lo resuelto. CL
11455-07. NIEGAN INFORMACION SOBRE PUESTO EN RECOPE. Señala el accionante que mediante solicitó información a RECOPE, con el propósito de conocer: si el puesto número 575 se encuentra incluido en el Manual Descriptivo de Puestos y cuáles son los requisitos para nombrar a la persona que lo ocupará; si de conformidad con el artículo 122 de la Convención Colectiva de RECOPE, existe un procedimiento técnico de selección de personal; si se ha dictado el reglamento que prevé el artículo 127 de la Convención Colectiva de RECOPE; las razones de hecho y de derecho por las cuales, no fue nombrado en la plaza número 575; si para los nombramientos definitivos en puestos vacantes, se toma en cuenta la experiencia del postulante de conformidad con el artículo 121 de la Convención Colectiva. La Directora de Recursos Humanos de la Refinadora Costarricense de Petróleo, por oficio N°DRH-532-2007 de 9 de julio de 2007, le comunicó que no le podía suministrar la información solicitada, "...en razón de que usted ya no es funcionario de esta empresa. Es de destacar que esta clase de información solo se suministra contra una orden de autoridad competente para ello...". Esta decisión, según el promovente, es injustificada y lesiona el derecho protegido en el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso por la infracción del derecho protegido en el artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos de la Refinadora Costarricense de Petróleo, que suministre, dentro del plazo improrrogable de diez días a partir de la comunicación de esta sentencia, la información requerida por el actor mediante los oficios presentados el 6 de julio de 2007. CL
DERECHO A LA SALUD

12742-07. MEDICAMENTO.  Manifiesta el recurrente que se le diagnosticó la enfermedad de “colangitis esclerosante” y se le recetó el medicamento “actigal o ursobilane (Ácido Ursodeoxicólico)”. Por ello inició con dicha prescripción el 5 de febrero del 2007, notando una sensible mejoría en los padecimientos que venía presentando. Las recetas debían ser presentadas cada mes en la Farmacia del Hospital San Juan de Dios, sin embargo en el mes de junio del año en curso, dicha Farmacia le negó el suministro correspondiente, aduciendo que el medicamento estaba agotado, situación que se ha repetido durante los meses de Julio y Agosto de este año. En dicha farmacia le solicitaron que estuviera llamando, sin embargo a pesar de ello, no se la ha hecho entrega de los medicamentos referidos. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo a.i. de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que se continúe con el suministro inmediato del medicamento ácido ursodeoxicólico, prescrito para el amparado por el tiempo que indiquen sus médicos tratantes. CL
12391-07. MEDICAMENTOS. Afirma el recurrente que parte de los medicamentos que le han sido recomendados por su médico tratante, no le son suministrados, aduciendo que no se encuentran en stock y sobre otros se le indica que no se encuentran disponibles, lo que considera violatorio de su derecho a la salud. Se declara parcialmente lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y de Director General del Área de Salud de Barva de Heredia, lo siguiente: a) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de "crema de rosas", y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese medicamento; b) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agote su existencia y c) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. Tomen nota las autoridades recurridas de lo expuesto en el considerando V.- de esta sentencia. CL
12383-07. OPERACIÓN. LISTA DE ESPERA.  Manifiesta la recurrente que padece de un desgaste en las caderas que le produce fuertes dolores, por lo que ha sido atendida en el Servicio de Ortopedia del Hospital San Juan de Dios, en donde su médico tratante le recomendó una cirugía a la mayor brevedad, por el estado avanzado de su padecimiento. Sin embargo, reclama que se encuentra en lista de espera y ni siquiera tiene programada la operación que requiere. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente a.i. de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora General a.i. del Hospital San Juan de Dios, adoptar las medidas necesarias dentro del ámbito de su competencia, a fin de resolver el problema de las listas de espera que se presenta en el Servicio de Ortopedia del Hospital San Juan de Dios. En cuanto al derecho a la salud de la amparada, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso, ordenando la intervención quirúrgica a favor de la recurrente. CL Parcial
12311-07. CITA MÉDICA. Manifiesta el recurrente que en el año 2003, en la consulta del Ebais de Tejar Norte de Cartago, le dieron una referencia para un examen de colon por enema. Señala que se dirigió al Hospital recurrido a solicitar la cita y allí empezaron sus problemas, por cuanto a la fecha no se le ha realizado el examen indicado por múltiples razones, a saber, por el mal estado del equipo, por vacaciones de los técnicos, entre otras razones. Considera violentado su derecho a la salud.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico; y al Jefe de Servicio de Radiología e Imágenes Médicas; ambos del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez de Cartago, de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que de forma inmediata se practique a la amparada, el examen médico requerido desde el 11 de setiembre del 2003, por la doctora del Ebais de Tejar Oriental. CL
12310-07. MEDICAMENTO. La recurrente padece de una patología neurológica denominada “leve atrofia cortical difusa bifronto parietal”, por lo cual requiere la aplicación del medicamento toxina boltulínica; sin embargo desde hace aproximadamente tres meses se suspendió su aplicación por haberse agotado el medicamento, situación que considera que se lesiona su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena a la Gerente de la División Médica y a la Gerente de la División de Operaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que correspondan para que le sea suministrado a la amparada, de forma inmediata, el medicamento toxina botulínica prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL 

11906-07. OPERACIÓN. Alega el recurrente que los exámenes que se le practicaron en la CCSS determinaron que tiene piedras (litos) en la vesícula. Debido a lo anterior, su médico tratante en la Clínica de Buenos Aires  le confeccionó una boleta a fin que se le programara una cirugía. Sin embargo, en el centro médico accionado no se le asignó cita, argumentado para esos efectos que quedaría en la lista de espera. Considera violentado su derecho a la salud, pues, de no recibir la atención médica que requiere de manera oportuna, los efectos de su padecimiento serán irreversibles. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Médico del Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga inmediatamente las gestiones requeridas para que se interne a la amparada, y se realice la cirugía que la paciente necesita en atención a su diagnóstico de colelitiasis múltiple, según el criterio de los médicos tratantes. El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
11907-07. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que desde hace varios  años él está en tratamiento médico en el Servicio de Neurología del Hospital Dr. Rafael Angel Calderón Guardia, por padecer de una distonía cervical. Agrega que en razón de lo anterior, cada tres meses deben inyectarle Botox. Alega que la última cita estaba prevista para el catorce de junio del dos mil siete, pero ésta fue cancelada por  cuanto no se contaba con el medicamento.  Señala que a la fecha sigue sin recibir el medicamento que  requiere, por  lo que solicita se ordene a los  recurridos resolver su situación lo más pronto  posible. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente de la División Médica, a la Gerente de la División de Operaciones, ambas de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General y al Jefe a.i. del Servicio de Neurología, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que tomen las medidas necesarias que estén dentro del marco de sus atribuciones y competencias, a efecto de que, de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, le suministren al amparado el medicamento toxina boltulínica prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos del medicamento citado, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
11777-07. OPERACIÓN. Señala el recurrente que a su esposa se le practicó una cesárea y le produjeron una fístula vesico uterina, razón por la que en Urología le indicaron que debía permanecer con sonda foley fija por un período de tres meses o más. El caso es que al realizarle una nueva valoración el médico le indicó que urgentemente debía ser operada, ya que el daño o el "corte" no había sanado, razón por la que le brindó una cita para internamiento sin fecha ni año porque no hay campo. Que por su angustia y gravedad del caso intentaron hablar con los Jefes de Cirugía y Urología, pero la secretaria les dijo que no los podían atender, y que en todo caso tenían que esperar a que se les llamara por teléfono. Que actualmente la amparada tiene un estado de salud muy crítico.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Médico a.i. del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez de Cartago, que disponga las gestiones requeridas para que a la amparada, se le realice de manera inmediata la cistoscopía recomendada por sus médicos tratantes, a fin de determinar con certeza si requiere una intervención quirúrgica, la cual, de ser necesaria, deberá ser programada en un plazo razonable según el criterio médico. CL
11773-07. TRATAMIENTO. Alega el recurrente que se ha quebrantado su derecho a la salud, porque la autoridad recurrida le ha negado el acceso al tratamiento de infiltración epidural necesario para mitigar el dolor producido por la fibrosis epidural que padece por la falta de anestesiólogos. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Jefe del Departamento de Casa de Salud y Alberge Temporal del INS y al Jefe del Departamento de Prestaciones Sanitarias del INS, que dispongan lo necesario a fin de que se coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la fecha en que iniciará el tratamiento de infiltración que el amparado -según criterio de su médico tratante-. Lo anterior deberá preverse de manera que el inicio del tratamiento que requiere el amparado se concrete en un plazo máximo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
11797-07. MEDICAMENTO. Señala el recurrente la violación al derecho a la salud por cuanto, a pesar de que su médico tratante le recetó el medicamento OMEPRAZOL, desde el mes de mayo y meses posteriores la receta no ha sido despachada por cuanto le dicen que el medicamento está agotado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División Administrativa de la Caja Costarricense de Seguro Social y en sustitución del Presidente Ejecutivo de esa Institución y a la Directora General del Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente al recurrente, el tratamiento prescrito por sus médicos tratantes; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de omeprazol y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento; c) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agote su existencia y d) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. CL
11745-07. OPERACION.  Alega la recurrente que desde el 22 de noviembre de 2006 obtuvo orden de internamiento para una cirugía por litiasis vesicular; sin embargo, a la fecha de interposición del recurso de amparo, no se le ha programado la cirugía, prolongando sus malestares. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General interino del Hospital México, que disponga inmediatamente las gestiones requeridas para que se interne a la amparada y se realice la cirugía que la paciente necesita en atención a su diagnóstico de litiasis vesicular, según el criterio de su médico tratante. CL
11744-07. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que el medicamento que le fue prescrito por su médico tratante, denominado Omeprazol, para el tratamiento de la esofagitis erosiva y esteatosis moderada, se le ha dejado de suministrar por parte de la Farmacia del Hospital San Vicente de Paul, por períodos de dos meses, tiempo durante el cual debe asumir el costo de ese medicamento. Alega que cuando el medicamento llega a la Farmacia no se le suministra asumiendo que el tiempo para recogerlo ya transcurrió, que corresponde a recetas anteriores y solo se le despacha una parte de lo prescrito. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División Administrativa de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital San Vicente de Paúl de Heredia, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente a la recurrente el tratamiento prescrito por sus médicos tratantes; b) tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de omeprazol y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento; c) coordinar y planificar las gestiones administrativas para promover la compra de medicamentos antes de que se agote su existencia y d) abstenerse de volver a incurrir en la conducta omisiva que dio lugar al presente amparo. Tomen nota las autoridades recurridas de lo expuesto en el considerando V.- de esta sentencia. CL
11746-07. CITA MÉDICA. Señala el recurrente el quebranto al derecho a la salud de la amparada porque, pese a lo complicado de su estado actual de salud, dado que el cáncer que padece hizo metástasis en varios órganos vitales, se le está negando la atención médica que requiere. Al respecto, señala que ante la referencia que se le hizo el 26 de julio del 2007, en el Hospital Blanco Cervantes, para que, con carácter de urgencia y prioridad, fuera valorada por el Servicio de Oncología del Hospital México, se le otorgó una cita en la Sub-especialidad de Quimioterapia para el 21 de septiembre del presente año, es decir, dentro de dos meses. Lo anterior se agrava por el hecho que la amparada no se encuentra recibiendo ningún tipo de atención o tratamiento para su condición actual. También refiere el recurrente que se tuvo que acudir en forma privada a realizarle un procedimiento de urgencia, dada la gravedad de la situación, por cuanto presentaba obstrucción de la vía bilial distal (ERCP), sin embargo, su familia no está en condiciones económicas de seguir brindándole atención médica privada. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente de la División Administrativa de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General interino del Hospital México, que tomen todas las medidas pertinentes para reducir significativamente el tiempo de espera para ser atendido en el Servicio de Oncología Médica del Hospital México, en el plazo de seis meses contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
11590-07.  MEDICAMENTO.  Señala la recurrente que las autoridades de la Caja Costarricense del Seguro Social, se han negado a suministrarle el medicamento trastuzumab, el cuál fue recomendado por su médico tratante. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Gerente de la División Administrativa, que proceda de inmediato a girar las órdenes que están dentro del ámbito de atribuciones y de su competencia, para que de forma  inmediata se entregue a la recurrente, el medicamento Trastuzumab que requiere para atender adecuadamente su padecimiento, ello bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso.
11589-07. MEDICAMENTO. Acusa la recurrente que para su padecimiento se le prescribe EMEPRAZOL (PROTON-P), pero que hace dos meses que el medicamento no se le está entregando, porque no hay en existencia,  y esta situación ha deteriorado su salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, tomar las medidas necesarias para atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda del Omeprazol; y girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la recurrente, se le suministre, el medicamento indicado, en las fechas, cantidad y dosificación indicada por su médico tratante. CL
11575-07. ATENCION MÉDICA. Señala la recurrente alega que las autoridades del Instituto Nacional de Seguros y de la Caja Costarricense de Seguro Social están violentando su derecho a la salud, puesto que, luego de un accidente de tránsito sufrido no le quieren dar la atención médica, hospitalaria y quirúrgica que necesita. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las órdenes pertinentes a efectos de que se continúe inmediatamente el tratamiento médico que requiere la amparada en el Hospital que corresponda, acción que de ser necesario deberá incluir la localización de la amparada. CL
11210-07. MEDICAMENTO.  Alega el recurrente que a su hija le diagnosticaron el denominado síndrome CUCCI, por lo que a partir de ese momento deben realizársele una serie de tratamientos médicos, intervenciones quirúrgicas, internamientos prolongados y más en el Hospital México de la Caja Costarricense de Seguro Social. Indica que recientemente se les indicó por parte de su médico tratante y por orden del grupo de cirujanos que atiende a su hija, que debían comprar urgentemente el medicamento denominado ALBUMINA HUMANA, a fin de que se le suministrara a su hija, siendo esencial para su recuperación. Manifiesta que en junio de 2007, la Caja Costarricense de Seguro Social no contaba con dicho medicamento, razón por la que debían adquirirlo por sus propios medios económicos. Alude que dicho medicamento tiene un costo económico sumamente alto y su adquisición es dificultosa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, adoptar todas las medidas que sean necesarias a efecto de garantizar el derecho a la salud de la amparada, lo que en el caso concreto implica necesariamente dar cabal cumplimiento a lo ordenado en el penúltimo considerando de esta sentencia. 

11189-07. TRATAMIENTO. Manifiesta el accionante que la Comisión Asesora de Oncología de la Caja Costarricense de Seguro Social, basándose únicamente en una lectura parcial de su expediente médico, le denegó un tratamiento por radioterapia que le había sido prescrito por sus médicos tratantes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense del Seguro Social, a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, al médico tratante del amparado, a los miembros de la Comisión Asesora de Oncología de la Gerencia de División Médica, que tomen las medidas necesarias que estén dentro del marco de sus atribuciones y competencias, a efecto de que, de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, valoren al amparado, determinen el tratamiento adyuvante postoperatoria que requiere e inicien su aplicación. CL
11185-07. MEDICAMENTO. Indica la recurrente reclama que le fue prescrito por su médico tratante para sus padecimientos de salud, el medicamento Actigall 300 mg, y las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social no se lo suministran desde hace dos meses por cuanto dichos medicamentos se encuentran agotados, con lo cual estima se violenta su derecho a la salud y a la vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, que giren las órdenes que correspondan para que le sea suministrado a la amparada, de forma inmediata, el medicamento Actigall 300 mg cápsula (ácido ursodeoxicólico o ursodiol) prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presente desabastecimiento del medicamento citado, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
07-010257. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que a pesar de que su médico tratante le ha prescrito el uso de Trastuzumab para mejorar sus posibilidades de sobrevida al cáncer de mama que ha padecido, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social se niegan a autorizar el uso en su caso particular, considerando que con esa decisión se vulnera su derecho a la salud y a la vida. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General del Hospital México y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue a la recurrente, el medicamento Trastuzumab, prescrito por su médico tratante, en las dosis y durante el plazo que ella determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL 

11172-07. MEDICAMENTOS. Alega la recurrente que en el Servicio de Alergología del Hospital México, mensualmente debe cambiar las recetas prescritas, para seguir el tratamiento que lleva debido a las alergias; sin embargo, en junio del presente, se presentó a la Farmacia de dicho Hospital para retirar los medicamentos prescritos, quedando pendientes unas gotas alérgicas para ojos denominada Olopaladina Clorhidrato así como las cremas de rosas, indicándole que no tenían disponibles y que debía estar llamando o visitando la farmacia para ver en que momento se las podían entregar, siendo que a la fecha continúan sin tener en existencia dichos medicamentos y no saben cuando se los van a entregar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General a.i. del Hospital México, tomar las medidas necesarias de urgencia, en coordinación con el Departamento de Adquisiciones, la Dirección de Recursos Materiales y la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, para adquirir suficientes existencias de Olopaladina Clorhidrato y de cremas de rosas para atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dichos medicamentos. De igual manera se les ordena girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la recurrente, se le suministre los medicamentos Olopaladina Clorhidrato y la crema de rosas, en las fechas, cantidad y dosificación indicada por su médico tratante. CL

DERECHO DE PENSION
11152-07. COMISIONES EN FONDOS DE PENSIONES. Acción de Inconstitucionalidad contra de las Comisiones en Fondos de Pensiones, artículos 36, 37 inciso 1-b y 40 del Reglamento sobre Apertura y Funcionamiento de los Fondos de Pensiones, Capitalización Laboral y Ahorro Voluntario de la Ley de Protección al Trabajador. Comisiones sobre aportes a los fondos del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias y del Fondo de Capitalización, las cuales se establecieron mediante Reglamento y de forma adicional a las comisiones existentes sobre rendimientos. Se rechaza de plano la acción planteada por irrazonabilidad y desproporcionalidad de las normas reglamentarias impugnadas. Se declara sin lugar en lo demás. RP y SL
DERECHO DE PROPIEDAD

12703-07. SE ANULA DESALOJO ADMINISTRATIVO. Señala el accionante que el Ministerio de Seguridad acogió una solicitud de desahucio administrativo y dispuso la expulsión de la amparada de un inmueble cuyo uso y habitación le fue conferido a ella por el Juez de Familia de San José, dentro de un proceso abreviado de reconocimiento de unión de hecho. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. 1855-07DM dictada por el Ministro de Seguridad Pública a las 8:00 del 27 de mayo del 2007, que acoge la solicitud de desalojo planteada contra la amparada. CL
07-007649. PROPIEDADES INDIGENAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley Indígena, su Reglamento, y otras normas. El  recurrente alega que dicha normativa lesiona: a) la dignidad humana, derivada de los principios democráticos, en cuanto no le reconocen personalidad jurídica a cada indígena; b) el derecho de igualdad, primero por discriminarlos en cuanto al reconocimiento de otros derechos fundamentales (como el de propiedad privada) y, segundo, por hacer una distinción odiosa entre quienes son indígenas y quienes no; c) el derecho a la propiedad privada, por imponerles un tipo de propiedad comunitaria; d) los principios de autonomía de la voluntad y libertad contractual, por impedirles contratar sin restricciones; e) la libertad de empresa, al prohibir administrar los establecimientos comerciales dentro de las reservas a no indígenas; f) la libertad de asociación, por obligar a los indígenas a formar parte de asociaciones de desarrollo integral para que los representen; y, g) el derecho de heredar a sus hijos, por prohibir que un no indígena adquiera con título propio terrenos o fincas comprendidas dentro de las reservas. Por falta de invocación de la inconstitucionalidad de algunas de las disposiciones impugnadas, se  hace un análisis únicamente del artículo 6 de la Ley Indígena, sobre el cual, se citan las sentencias 1608-96, 2843-99, 11530-00, 1538-05. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto al artículo 6 de la Ley Indígena. Se rechaza de plano en lo demás. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar la acción. RF y RP
11359-07. REMOCION DE POSTE DE TENDIDO ELECTRICO. Acusa el recurrente la negativa injustificada de las autoridades del Instituto Costarricense de Electricidad de efectuar la remoción del anclaje y un poste del tendido eléctrico, los cuales fueron colocados de manera indebida sobre el inmueble del amparado, limitándose el pleno disfrute de ese bien. En este sentido, las autoridades accionadas le han exigido al afectado cubrir los gastos que supone esa reubicación. Sobre el tema se cita la sentencia 16118-05. SL
11149-07. PROHIBEN VENTA Y EMBARGO DE TERRENOS DEDICADOS A BOVEDAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 2 de la Ley 704, Regulación sobre Propiedad y Arrendamiento de Tumbas en Cementerios. La norma señala que los terrenos dedicados a bóvedas no pueden ser objeto de embargo y no pueden ser vendidos, con pacto de retroventa. Acusa que estos bienes son inscribibles en el Registro Público, como cualquier otro terreno o finca, por ello no pueden ser tratadas en forma desigual, por su naturaleza o destino que tengan, con lo cual se impide que se pueda disponer de ella.  Indica que no hay un interés de orden público que resguardar, por el contrario se perjudica a terceros. En el caso que nos ocupa, la propiedad sobre los lotes, parcelas, tumbas y mausoleos nichos queda amparada a un claro interés social, consecuentemente la responsabilidad patrimonial de su dueño –como principio legal debe ceder, por esta y otras razones, se dispone rechazar por el fondo el recurso.  RF
DERECHO DE TRABAJO
12658-07. CONDICIONES DE TRABAJO EN UN DEPARTAMENTO DEL PODER JUDICIAL. Alegan los recurrentes la violación de su derecho a la salud y al trabajo en un ambiente adecuado, por cuanto aseguran que la Sección de Delitos Sexuales, Familia y Contra la Vida, lugar donde laboran, no cumple con las condiciones físicas y sanitarias para ser habitado. Aducen que pese a las gestiones que han presentado ante la autoridad recurrida para que se solucione esa problemática, a la fecha, no han encontrado una respuesta efectiva y concreta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Poder Judicial, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para corregir las irregularidades detectadas en cuanto a las condiciones del espacio físico de la Sección de Delitos Sexuales, Familia y Contra la Vida del OIJ, según el contenido de los informes que se mencionan en la parte considerativa de esta sentencia, dentro del plazo improrrogable de cuatro meses a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL
12520-07. NOMBRAMIENTO NO FORMALIZADO.  Señala el accionante que a pesar de haber recibido comunicación verbal de su nombramiento en propiedad en la plaza vacante  como AARH Sistemas de Compensación, la Institución optó por dejar sin efecto ese nombramiento. Sobre nombramientos no formalizados, se cita la sentencia 4067-95. En este caso consta, que al amparado se le comunicó que su nombramiento en propiedad no fue aprobado  por el Director de Recursos Humanos y que no fue formalizado. SL 

12556-07. NIEGAN PERMISO SIN GOCE DE SALARIO. Alega la recurrente que se encuentra con incapacidad por maternidad hasta el 11 de agosto del presente año. A fin de pasar más tiempo con su bebe, solicitó un permiso sin goce de salario ante la Dirección General de Personal; no obstante, recibió un telegrama de la Directora General, mediante el que se le informaba que su solicitud de permiso sin goce de salario, no procede por cuanto todo el personal docente que conforma la planilla de cada institución debe estar presente en la respectiva institución para el 1 de febrero del 2008. Considera que se están introduciendo una serie de formalidades no razonables que limitan sus derechos como madre y trabajadora que no se encuentran expresamente contemplados en la normativa docente y estatutaria. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
12557-07. SANCION IMPUESTA A AUDITOR. Manifiesta el accionante que se desempeña como Auditor Interno de una institución y que a finales del año anterior, el órgano contralor recurrido preparó un informe sobre algunas faltas que se le atribuyen y a partir de allí se le sometió a un procedimiento administrativo. Que dicho procedimiento concluyó con la orden al Ministro de Seguridad Pública para que se le sancionara con 15 días de suspensión sin goce de salario, aún cuando no se respetaron sus derechos fundamentales, pues nunca tuvo certeza de la integración del Órgano Director, en tanto participaron diferentes personas en diferentes momentos procesales. En la resolución mediante la que se le sancionó no se precisa en concreto cuáles aspectos del Informe de Auditoría RH-DFOE-PGA-2001-2007, son en concreto los que lo señalan como responsable, así como tampoco se hace una valoración objetiva, sino más bien observaciones muy generales. Además no tuvo acceso a la resolución en la que se le impone la sanción por lo que no puede ejercer los recursos a los que tiene derecho. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y constando que al amparado se le dio debido proceso, se declara sin lugar el recurso. SL
12271-07. TRASLADO. Indica el accionante que desde octubre de 1990 es Jefe de la Sección de Proveeduría de la Imprenta Nacional y actualmente ocupa el puesto de técnico y profesional 2 con el cargo de jefe de la sección de proveeduría.  No obstante, se le notificó la resolución RH-001-2007 del Jefe de la Oficina de Recursos Humanos que le informa que a partir de esa fecha se le traslada a laborar al Departamento Legal del Ministerio de Gobernación y Policía y aunque se le dice que es con igual salario y funciones acordes al puesto, se le ha causado una degradación moral, rebajo sustancial en el salario devengado, así como una variación abusiva y degradante en las funciones del puesto que venía desempeñando, que afecta sus derechos fundamentales. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución N° 001-2007-RH del 17 de abril del 2007, mediante la cual la Dirección de Recursos Humanos de la Imprenta Nacional ordenó el traslado del recurrente a la Dirección de la Asesoría Legal del Ministerio de Gobernación y Policía; y en su lugar, se debe restituir en forma inmediata al amparado en el puesto y el cargo que venía desempeñando con anterioridad a su traslado. CL
12269-07. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Señala el accionante que aún cuando la funcionaria recurrida le comunica una resolución en la le impone una sanción de despido, la misma no cumple con ninguna formalidad legal, pues no se le indican los mecanismos impugnatorios de dicha decisión, los plazos en que puede ejercerlos y las instancias ante quien debe plantearlos. Que igualmente se omite la aplicación para su defensa de la normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social. Que la recurrida se limita a ordenar la ejecución de la sanción, dejándola en esta instancia en completo estado de indefensión por las omisiones apuntadas. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula respecto de la recurrente la resolución No. 1922-07 dictada el 4 de mayo del 2007. CL
12217-07. NIEGAN A FUNCIONARIA REINTEGRARSE A SUS LABORES, HASTA QUE SE CUMPLA EL PLAZO DEL PERMISO SIN GOCE DE SALARIO SOLICITADO. Alega el recurrente que en el Ministerio de Educación se le negó regresar a laborar a su plaza en propiedad, aduciendo que debía cumplir con el plazo completo durante el cual se le aprobó un permiso sin goce de salario, lo que considera violatorio de sus derechos al trabajo, al salario, la estabilidad laboral y la irretroactividad, puesto que al momento en que solicitó dicho permiso, no estaba vigente la circular  DVM-A-840-2007, que le está siendo aplicada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula el oficio DGP-UG5-2622-2007 de fecha 26 de junio de 2007, emitido por la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública. Asimismo, se ordena a LA  Viceministra Administrativa y a la Directoria General de Personal, ambas del Ministerio de Educación Pública, que dispongan lo necesario a fin de que se coordine la restitución inmediata del amparado en su puesto como profesor propietario de química en el Liceo UNESCO. CL
12142-07. NOMBRAMIENTO DE FISCALES. Señala el recurrente que desde finales del 2005, las autoridades del Poder Judicial acordaron separar la oficina de la Defensa Civil de la Víctima del Ministerio Pública. Por lo anterior se determinó la necesidad de crear plazas ordinarias de Profesional en Derecho. A principios del 2006, por casualidad tuvo conocimiento de la necesidad del Fiscal General de escoger y nombrar el personal idóneo en esas plazas, razón por la cual solicitó información acerca de los parámetros que serían utilizados para la escogencia, Sin embargo, le indicaron que aún no los tenían. Posteriormente, se enteró que el Fiscal Adjunto de la Defensa Civil de la Víctima estaba entrevistando personas para realizar dichos nombramiento, por lo cual presentó la documentación correspondiente ante la Secretaría de esa oficina, a fin de ser tomado en cuenta; no obstante, nunca se le llamó. Sostiene que de "forma secreta y oscura" se realizó el nombramiento de los puestos de procesional en Derecho 2 de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima. En este caso, consta que la Fiscalía General de la República realizó esos nombramientos conforme a las potestades que se le confieren en el artículo 25, inciso g), de la Ley Orgánica del Ministerio Público y en virtud de la obligación de cubrir los puestos creados, razón por la que el asunto no es revisable en esta vía. SL
11792-07. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO.  Señala el recurrente que labora para la Caja Costarricense de Seguro Social  desde hace más de veintisiete años como Profesional 1 en el Departamento de Control de Gestión del Hospital de Ciudad Neily.  Con base en un estudio de la Auditoría Interna de la Caja se inició procedimiento administrativo disciplinario en su contra y de doce funcionarios más, por supuestos cobros improcedentes de viáticos, proceso que se tramitó en expediente administrativo número 013-02.  Una vez que el Órgano Director del Procedimiento rindió la recomendación final, la recurrida Directora de la Dirección General, Gestión Regional y Red de Servicios de Salud de la Caja dictó la resolución administrativa N° 1922-07 de las trece horas del cuatro de mayo del dos mil siete, en la que se acuerda su despido sin responsabilidad patronal.  Acusa que en dicha resolución no se le indican los recursos que puede interponer, el plazo para presentarlos, ni la instancia ante la cual debe interponerlos, con lo que se le dejó en estado de indefensión, con violación del principio de doble instancia, del debido proceso y del derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución N° 1922-07 de 4 de mayo de 2007 con respecto a la recurrente. CL
11497-07. CESE DE NOMBRAMIENTO. Señala la recurrente que fue nombrada interinamente por el presente curso lectivo, y siete días después se deja sin efecto ese nombramiento por falta de matrícula, sin embargo, ella continúa asistiendo a cumplir horario a la Escuela recurrida, sin puesto ni funciones. Luego, el Director de la Escuela recurrida resuelve nombrarla como docente del sétimo grupo de tercer grado que se abre por aumento de matrícula, no obstante por medio de una llamada telefónica, once días después, el Director del Departamento de Gestión 6, le comunicó al Director de la Escuela de Riojalandia que la recurrente se encontraba cesada y que debía nombrar a otra persona. Este Tribunal no acredita en el caso concreto, razones objetivas, del porqué se sustituye una docente por otra, por lo que se presume tal medida arbitraria y lesiva del derecho a la estabilidad impropia que goza la amparada. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora General de Personal restituir a la recurrente en el pleno goce de sus derechos. CL
11394-07. REASIGNACION DE PUESTOS. Alegan los recurrentes que mediante acuerdo número 51-06 del 13 de julio del 2006, el Consejo Superior del Poder Judicial, aprobó la reasignación descendente de los puestos que venían ocupando en la Contraloría de Servicios de Cartago y Alajuela, sin que de previo se les otorgara su derecho de defensa y sin que se les brindara la opción de ser trasladados a otro puesto, o bien,  jubilarlos para mejor servicio. Asimismo, aducen que al no estar contemplado un procedimiento de reasignación de puestos en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en el Estatuto de Servicio Judicial, el procedimiento aplicable en su caso es el establecido en  el artículo 111 del Estatuto de Servicio Civil, sin embargo, el Consejo omitió aplicar dicha norma. Finalmente,  alegan que interpusieron un recurso de reconsideración en contra del acuerdo de Consejo, sin que a la fecha hayan obtenido resolución alguna. Sobre la norma aplicable al proceso de reasignación de los amparados, es un asunto que debe analizarse en la vía jurisdiccional correspondiente. Sobre la reasignación descendente de los puestos que venían ocupando, la sin que de previo se les otorgara su derecho de defensa y sin que se les brindara la opción de ser trasladados a otro puesto, o bien,  jubilarlos para mejor servicio. En ese sentido, esta Sala ha señalado que los procesos de reestructuración de puestos tienden a mejorar la eficiencia y eficacia  del servicio público. Consta que el Consejo recurrido acordó la reasignación descendente de los puestos que ocupan los recurrentes, descendiendo  de Subcontralor de Servicios a Contralor Regional, sin modificación alguna de sus condiciones laborales. Asimismo, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, consta que han tenido la oportunidad de impugnar el acto y que el caso fue resuelto oportunamente. SL
11482-07. IUS VARIANDI. Alega el recurrente que en su contra se ha ordenado una modificación y rebajo sustancial en sus condiciones laborales, sin que a la fecha se le haya informado debidamente cuál es la  razón que sustenta la remoción de su puesto. Afirma que en su caso se dio una degradación de funciones, un rebajo del salario y una modificación sustancial de las circunstancias de tiempo y lugar., sin otorgarle oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. DAF-ME-01234-2007 de fecha 04 de mayo del 2007 mediante el cual se ordenó la reubicación del amparado. Se le ordena a la Subgerente General, Directora Administrativa Financiera y Directora del Fondo de Subsidios para la Vivienda del Banco Hipotecario de la Vivienda, que procedan inmediatamente a restituir al amparado como Jefe del Departamento de Análisis y Control, con el pleno goce de todos los derechos, beneficios y condiciones laborales de que gozaba con anterioridad a su traslado. CL
11424-07. REUBICACIÓN. Alega el recurrente que es propietario de una plaza como Director de la Escuela Laboratorio de la Dirección Regional de Pérez Zeledón. Indica que el año anterior se le reubicó en la Dirección Regional por un conflicto en la Escuela indicada. Menciona que en el mes de febrero del presente año se le notificó por parte de la División Jurídica del M.E.P. una resolución número, en la cual en el por tanto dicta: "... recomendar a la Dirección General de Personal, el traslado definitivo o reubicación del servidor Pablo Arce Ramos, de calidades dichas, siempre que no le cause grave perjuicio." Acusa que a la fecha continúa sin ser reubicado, lo cual le provoca un detrimento considerable en su ingreso mensual, pues al estar reubicado en la Dirección Regional, deja de percibir un 85% de su salario. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación o a quien ocupe ese cargo disponer de modo inmediato, a partir de la comunicación de esta sentencia, el traslado definitivo o reubicación del amparado, sin que ello le cause perjuicio. CL
11431-07. NIEGAN PERMISO SIN GOCE DE SALARIO. FALTA DE FUNDAMENTACION. Señala la accionante que actualmente posee un nombramiento en propiedad como profesora de Español, en el centro educativo Unidad Pedagógica Rafael Hernández Madriz de la Dirección Regional de Cartago. Afirma que para este curso lectivo se le presentó otra oportunidad laboral, por lo que solicitó un permiso sin goce de salario ante la Dirección recurrida, basándose en el artículo 33, inciso c), punto 5, del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil,  y en el numeral 172 de la Ley de carrera Docente. No obstante, la Directora recurrida le resolvió vía telegrama, denegándole el permiso solicitado sin mayor justificación, indicándole únicamente que tomaba esa decisión, "por cuanto no existen oferentes calificados en el Registro de Elegibles para la clase de puesto que usted desempeña", lo cual además no es cierto. Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto la comunicación hecha a la recurrente mediante telegrama en el que se resuelve su solicitud. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que en el término improrrogable de tres días contado a partir de la notificación de esta sentencia, responda y comunique la gestión presentada por la recurrente con la debida fundamentación. CL
11508-07.  REUBICACION POR REESTRUCTRUACION EN ADUANAS. Alega la recurrente que se le comunicó una reubicación que no fue precedida de procedimiento alguno, que ante la reestructuración administrativa por parte de la Dirección General de Aduanas ha sufrido un descenso de categoría; y la temporalidad de su puesto le deja en una situación laboral incierta. Este caso había sido declarado sin lugar, no obstante, ante una gestión planteada por la accionante, se dispone, anular la sentencia No. 9499-2006 de las quince horas dos minutos del cinco de julio del dos mil seis y en su lugar se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se ordena al Director General de Aduanas, reinstalar a la amparada en su puesto de Jefe de la División de Normas y Procedimientos de la Dirección General de Aduanas. CL
11167-07. DESPIDO. Acusa el recurrente que fue despedido de la Municipalidad de Palmares, sin habérsele dado el debido proceso y sin instaurar el Órgano Director del Procedimiento Administrativo, a efecto de garantizar su derecho de defensa, previo a la resolución de despido dictada en su contra. En este caso, consta que al amparado se le dio debido proceso, por otra parte, si el recurrente estima que el funcionario competente para conocer los hechos investigados en su contra era un órgano director de procedimiento, no los funcionarios que lo tramitaron, es un asunto de legalidad que debe plantearse y resolverse en la vía respectiva. SL
DERECHO PENAL
12747-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Indica el accionante que guarda prisión preventiva desde el mes de junio del dos mil seis por el delito de Infracción a la Ley de Psicotrópicos. Aduce que la resolución que le impuso la restricción a su libertad no se encuentra debidamente motivada, que no existe indicio comprobado de su participación en los hechos que se le atribuyen, y que en dicha resolución no se describen los elementos de convicción ni el indicio que existen en su contra.  Reclama que en las intervenciones telefónicas no se observó el principio de confidencialidad de las comunicaciones orales. En el análisis del canal de llamadas no se identificó de manera clara y circunstanciada en cuál inventario de llamadas se escucha su voz y tampoco se le ha dado audiencia para la escucha de llamadas, con lo que se le ha dejado en estado de indefensión. Asimismo, manifiesta que la orden de intervención telefónica no está fundamentada y adolece de un vicio absoluto de nulidad.  Aduce que ha pasado catorce meses privada de libertad sin que exista siquiera un indicio comprobado en su contra, además de que las resoluciones que acuerdan restringir su libertad no están motivadas. Considera que su privación de libertad es arbitraria e ilegítima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se dispone declarar sin lugar el recurso.  SL
12384-07. PRISION PREVENTIVA EN CASOS DE REENVIO.  Alega el recurrente que ha sido privado ilegítimamente de libertad, porque la prisión preventiva dispuesta en su contra por la Sala Tercera, finalizó el 29 de julio de 2007 y no ha sido prorrogada. En este caso consta que el amparado se encuentra privado de libertad por su condición de sentenciado, la Sala Tercera anuló el monto de la pena impuesta y dispuso el reenvío de la causa únicamente a esos efectos, con lo cual, la prórroga dispuesta en esa resolución era innecesaria. Sobre el tema se cita la sentencia 10798-07. SL
12385-07. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega el recurrente que en su contra se sigue una causa por el delito de fraude informático, en la cual se solicitó prisión preventiva por parte del Ministerio Público. Agrega que ante dicha solicitud de prisión preventiva, la defensa técnica del amparado solicitó la realización de una vista ante el Juzgado Penal, sin embargo se la prisión preventiva en su contra y se negó la vista solicitada por la defensa, por no considerarla relevante. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL 

12390-07. NO SE EJECUTA ORDEN DE LIBERTAD. Alega el recurrente que el 26 de junio pasado se dictó la orden de libertad a su favor; no obstante, al 21 de agosto del 2007 no ha sido ejecutada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena testimoniar piezas ante la Inspección Judicial y ante la Oficina de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, para lo de su cargo. CL
12305-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el amparado que se encuentra  actualmente privado de su libertad, por haberse decretado prisión preventiva en su contra. Alega que dicha medida cautelar es desproporcionada y no se ajusta a los  requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico. Agrega que se nombró un defensor particular, quien envió al Tribunal recurrido documento en que  amplió el recurso de apelación interpuesto en  contra  de la medida cautelar y señaló número de fax para recibir notificaciones  para la vista y pese a lo anterior, la vista fue llevada a cabo sin la presencia de dicho abogado, pues no se le notificó su señalamiento, ni al defensor público, quien tampoco se presentó, con lo que se dejó al amparado en evidente estado de indefensión, pues se había aportado prueba para demostrar el arraigo y el Tribunal ya había aceptado los testigos propuestos. Alega que como consecuencia  de lo anterior se confirmó la prisión preventiva, sin tomar en cuenta la prueba de la defensa, con el perjuicio que se ha solicitado nueva vista o que tome en cuenta la mencionada prueba, y se ha resuelto que  ello no es posible, con lo  que se le deja nuevamente en estado de indefensión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada pone nota. SL
12308-07. DETENCIÓN. SUPLANTACION DE IDENTIDAD.  Alega el recurrente que  permaneció privado de libertad cerca de 48 horas, cuando el Juez del Tribunal de Juicio de Cartago verificó que las huellas dactilares del tutelado no coincidían con la reseña que se realizó en 1997, así como tampoco la fotografía de dicha reseña. Cuestiona que fue detenido y privado de su libertad por un error debido a la suplantación de su identidad. Sobre el tema, se citan las sentencias 5968-06 y 4812-06. CL
12309-07. PRISIÓN PREVENTIVA. FECHA PARA DEBATE. Alega el recurrente que está en prisión preventiva desde junio del dos mil cinco y el catorce de marzo del dos mil siete se llevó a cabo la audiencia preliminar. Señala que a pesar de que ya se ha determinado la apertura a juicio, a la fecha de presentar el recurso todavía no se ha realizado el señalamiento para debate, estimando que con ello se vulnera su derecho a la justicia pronta y cumplida, sin denegación pues se mantiene su expediente haciendo fila y todo ello incide en su libertad personal. Estima además que a la fecha de presentar este recurso no existen razones que justifiquen su privación de libertad por lo que se debería de ordenar alguna medida sustitutiva a la prisión preventiva sobre todo si se toma en cuenta que los procedimientos de tramitación del expediente no avanzan y no se señala fecha para debate. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del recurrente. Se ordena al Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, realizar dentro de un plazo razonable, el señalamiento para debate de la causa penal tramitada en contra del recurrente en el expediente número 05-007296-647-PE. CL
12233-07. ACCESO A EXPEDIENTE JUDICIAL. Alegan las recurrentes que se han quebrantado sus derechos fundamentales porque se les ha negado obtener fotocopias del expediente 05-200971-472-PE ello pese a ser parte en dicho expediente, y también porque la tramitación en el expediente a tenido un atraso pues no se ha convocado a audieincia alguna ni a juicio. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la denegatoria realizada por la Fiscalía Adjunta de Limón de acceso al expediente 05-200971-472-PE a la parte recurrente. Tome nota la Fiscalía Adjunta de Limón de lo dicho en el último considerando. Salva el voto la Magistrada Calzada en relación con lo atinente al derecho de justicia pronta y cumplida, por considerar que en efecto se dio un atraso injustificado por parte de la autoridad recurrida, vulnerando con ello los derechos fundamentales de las recurrentes, por lo cual respecto a este punto declara con lugar el recurso. CL Parcial
11920-07. SENTENCIA CONDENATORIA AUN CON SOLICITUD DE ABSOLUCION POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal de Casación Penal, según la cual, el Tribunal de Juicio puede condenar al imputado, a pesar de que el Ministerio Público solicite absolutoria en las conclusiones del debate oral y público. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción.  RF 

11621-07. SENTENCIA CONDENATORIA AUN CON SOLICITUD DE ABSOLUCION POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al Proceso de Revisión de Rodolfo Hidalgo Vásquez. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no constituye infracción al debido proceso el hecho de que un juez dicte sentencia condenatoria contra un imputado como resultado de un juicio en donde el Ministerio Público pidió la absolutoria en las conclusiones del juicio oral. Publíquese esta sentencia en el Boletín Judicial. Evacuada
11415-07. EXTRADICIÓN. Señala el recurrente que es ciudadano costarricense por naturalización, pero fue juzgado y condenado en ausencia por un Tribunal de Paris, por lo que se le dejó en indefensión total. Afirma que al llegar la solicitud de extradición del amparado, las autoridades de Costa Rica en lugar de denegarla, iniciaron un proceso de extradición, a pesar que es improcedente la extradición de nacionales. Como tercer punto, objeta que la Procuraduría General de la República sin fundamento solicitó ante el Registro Civil, la nulidad de la carta de naturalización y como cuarto reclamo, acusa que las autoridades del Tribunal Supremo de Elecciones han atrasado la resolución de los reclamos presentados. Sobre la condenatoria en ausencia, es un aspecto que resulta ser completamente ajeno a la jurisdicción nacional. Sobre la procedencia de la solicitud de extradición a una persona naturalizada, se cita el voto 61-07. Por las razones dadas en la sentencia, se concluye que la actuación de la  Procuraduría General de la República no resulta ser infundada, sino conforme a derecho y dentro de las potestades que el Ordenamiento Jurídico le otorga y que las autoridades del Tribunal Supremo de Elecciones han actuado dentro de plazos razonables y apegadas a derecho. SL
11418-07. PRISIÓN  PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala el accionante que se tramita un proceso penal en su contra, por el delito de Infracción a la Ley de Psicotrópicos. Que inconforme con el contenido de la resolución que impuso prisión preventiva a los amparados, planteó un recurso de apelación, y conforme lo preceptúa el numeral 441 del Código Procesal Penal, solicitó conceder la audiencia oral para exponer de forma amplia los argumentos de inconformidad contra la resolución apelada, así como exponer verbalmente algunos puntos defensivos que se reservaba la defensa, precisamente para ese momento procesal. No obstante lo anterior, el Tribunal recurrido rechazó la acción interpuesta y confirmó la recurrida, pero en ningún momento se pronunció sobre la procedencia o no de la audiencia oral peticionada. Que aún cuando al atender una solicitud de aclaración o adición, manifestó las razones que tenía para no haberla concedido, incurrió en apreciaciones inexactas, pues la Defensa en ningún momento pretendió reiterar los argumentos que de forma lacónica ya había expuesto en el memorial de interposición de la apelación, como señala el Despacho recurrido. Que aunado a lo anterior, la Jueza que aclara la resolución, no fue la que la dictó, lo que implica una grave violación al principio de Juez Natural. Se declara  con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se anula el voto No. 126-07 del Tribunal de Juicio, sede Santa Cruz de las trece horas treinta minutos del veintiocho de junio del dos mil siete debido a la omisión de resolver  la solicitud de vista oral presentada por el recurrente. Se ordena a la Jueza del Tribunal de Juicio, sede Santa Cruz proceder de nuevo a resolver el recurso de apelación interpuesto  por el recurrente en contra de la resolución dictada por el Juzgado Penal de Santa Cruz de las catorce horas veintidós minutos del veintidós de junio del dos mil siete para que se pronuncie sobre la solicitud de vista oral presentada por el recurrente.  CL
11414-07. PRISIÓN PREVENTIVA.  IGUALDAD. Manifiesta el accionante que en su contra se tramita causa penal en su contra por los delitos de Peculado y Falsedad Ideológica.  Acusa que en su contra se dictó prisión preventiva y a pesar de que en la causa figuran varias personas como imputados, sólo a él se le aplicó la medida cautelar más gravosa de prisión preventiva por seis meses, en tanto a los demás implicados se les aplicaron otras medidas menos severas, las cuales, incluso, les fueron modificadas en cuestión de dos meses y hasta fueron reinstalados en sus puestos.  No obstante, sin fundamento alguno que justifique la diferencia de trato, a él se le mantiene detenido, no obstante haber solicitado su defensor en tres ocasiones el cambio de medida.  Aduce, además, que padece de varias enfermedades, entre ellas de diabetes, a pesar de lo cual no se le suministra la dieta correspondiente, lo que le ha provocado cambios drásticos en el nivel de azúcar en la sangre, con los consecuentes problemas para su salud.  Indica también que padece de presión alta y altos niveles de colesterol, padecimientos todos que se agravan por su situación de reclusión, sin que el juzgado penal recurrido haya tomado en cuenta esas circunstancias para revisar la medida cautelar. Con base en los argumentos dados en la sentencia se dispone declarar sin lugar el recurso. SL

11252-07. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA.  Indica el recurrente que la omisión del despacho recurrido en resolver la solicitud de audiencia oral planteada, a efecto de recibir prueba testimonial, constituye una lesión a los derechos fundamentales de sus representados. Sobre el tema, se cita la sentencia 10679-00. En este caso, consta que el Tribunal de Juicio recurrido revisó y mantuvo la prisión preventiva del imputado; sin embargo, no emitió pronunciamiento alguno sobre la audiencia solicitada. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. CL
11253-07. PRISION PREVENTIVA. PLAZO. Alega el recurrente que el Juzgado Penal de Puntarenas dictó auto de prisión preventiva en el amparado, sin  indicación  del plazo a fijar para el cumplimiento de la prisión preventiva, lo que estima contrario a sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso por la falta de plazo de la prisión preventiva ordenada en contra del amparado, sin ordenar la libertad del tutelado. En consecuencia, se ordena a la Juez recurrida establecer de inmediato el plazo correspondiente. CL
11150-07. VOTACION SECRETA Y ADHESION EN EL PROCESO PENAL. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 363 y 360 del Código Procesal Penal.Se acusa que los numerales no permiten tener un acceso efectivo a todos y cada uno de los momentos del juicio, con el consecuente quebranto al debido proceso dado que las partes no pueden presenciar los actos deliberativos del Tribunal.  Sobre el tema se citan los votos 3484-94, 4425-94 y 498-97. Se rechaza por el fondo la acción. RF
11148-07. SANCIONES ABANDONO DE LA DEFENSA  Acción de Inconstitucionalidad contra del Código Procesal Penal, artículos 104 y 105. Se alega que las normas impugnadas no establecen un procedimiento mínimo para determinar el motivo por el cual el profesional en derecho pudo haber abandonado la defensa. Se rechaza por el fondo la acción. RF
11151-07. DELITOS POR LA LEY DE IMPRENTA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley de Imprenta número 32 del 12 de julio de 1902. Los responsables de delitos de calumnia o injuria cometidos por medio de la prensa, serán castigados con la pena de arresto de uno a ciento veinte días. Sobre el tema se citan las sentencias: 5977-06, 178-95, 2996-92. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción.
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

12131-07. IMPIDEN QUE ASESOR DE REGIDORES ASISTA A LAS SESIONES DEL CONCEJO MUNICIPAL. Señala el accionante que a pesar de ser Asesor Comunal  de dos Regidores, la Presidenta a.i. del Concejo Municipal de San José, le impide el ingreso a las sesiones del Concejo Municipal, ya que, renunciaron al Partido Acción Ciudadana conformándose en una Fracción Independiente. Se cita el voto 3194-92 y se indica que lo planteado deberá de dilucidarlo ante el Tribunal Supremo de Elecciones. Solo excepcionalmente y en la hipótesis de que no resultara competente el Tribunal Supremo de Elecciones, ésta Sala, por virtud de lo dispuesto en el artículo 48 de la Constitución Política, intervendría en procura de reparar una violación a los derechos fundamentales como los indicados. SL 

11272-07. SISTEMA DE ELECCION DE DIPUTADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 138 del Código Electoral. Señalan los  recurrentes que con apoyo en cuadros estadísticos preparados a partir de los resultados de las elecciones nacionales del 5 de febrero del 2006, que la aplicación de la barrera legal del subcociente –establecida en la norma cuestionada- conduce a un efecto antidemocrático en la asignación de los escaños correspondientes a diputados de la Asamblea Legislativa, favoreciendo desproporcionada e irrazonablemente a algunos de los partidos políticos participantes en la contienda. Al excluir de la distribución de escaños a los grupos que no logran alcanzar el subcociente requerido, se produce un efecto en virtud del cual un porcentaje muy significativo de votos válidos en cada provincia del país no logra elegir representante al Congreso. Por el contrario, suprimiendo dicha barrera y como lo demuestran los cuadros aportados, se logra una distribución que disminuye ese efecto de ausencia de representatividad por parte de los grupos minoritarios. Estiman los demandantes que el efecto “totalitario y antidemocrático” de la aplicación de este sistema “puede llevar a una sublevación del pueblo viendo pisoteados los principios democráticos que deben regir en Costa Rica y que se supone que la Constitución Política garantiza”. Destacan que tanto el Tribunal Supremo de Elecciones como la Procuraduría General de la República han coincidido, implícita o explícitamente, en la inconstitucionalidad de este mecanismo de distribución, al punto de proponer el primero su supresión en el proyecto de Código Electoral que remitió en el 2001 a la Asamblea Legislativa. La Sala ha tenido repetidas oportunidades de examinar la conformidad constitucional del uso del sistema de subcociente en la asignación de los escaños de la Asamblea Legislativa. Se cita la sentencia 12396-06. Se rechaza por el fondo la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción, con sus consecuencias. RF
FAMILIA
11158-07. EFECTOS DE COSA JUZGADA MATERIAL EN PROCESOS DE FILIACION. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Familia de Heredia en lo referente al inciso m) del artículo 98 bis del Código de Familia. La norma señala que “La sentencia será apelable dentro del tercer día y, en su caso, la sentencia de segunda instancia admitirá el recurso de casación previsto para la materia de familia. Lo resuelto en firme en los procesos que se discuta la filiación, produce los efectos de la cosa juzgada material. Se evacua la consulta judicial en el sentido que el artículo 98, inciso m), del Código de Familia, adicionado por la Ley No. 8101 del 16 de abril del 2001, no resulta inconstitucional en el tanto se interprete que la sentencia vertida en un proceso de filiación con eficacia y autoridad de cosa juzgada admite el recurso extraordinario de revisión en los términos que se indican en la parte considerativa. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-

11146-07. LEGITIMACION PARA SOLICITAR MEDIDAS DE PROTECCIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso a) del artículo 7 de la Ley contra la Violencia Doméstica, número 7586. La norma indica que estarán legitimados para solicitar las medidas de protección, los mayores de doce años, los menores de 12 años o de personas con discapacidad física o mental, la medida podrá ser solicitada por su representante legal, el PANI o una autoridad de policía o un mayor de edad. Se indica que la norma obvia la capacidad de actuar de las personas con discapacidad, equiparándolas con las que ostentan las personas menores de 12 años y sometiendo sus actuaciones a la mediación de un tercero o una entidad pública. En este caso, es claro que la persona que sufre de algún tipo de discapacidad y que sea sujeto de violencia doméstica, puede acceder a la justicia y solicitar la aplicación de una medida de protección por sus propios medios, sin embargo, cuando la persona agredida se encuentre imposibilitada para hacerlo, la misma ley le brinda la opción de solicitar la medida de protección mediante un representante legal, el Patronato Nacional de la Infancia, una autoridad de policía o un mayor de edad, no con ello limita al sujeto a realizarlo únicamente por medio de un tercero o una autoridad pública como pretende interpretarlo el accionante. RP
LIBERTAD DE PRENSA
11384-07. RECTIFICACION Y RESPUESTA. Señala el recurrente que el Diario Extra publicó un artículo respecto a la forma en que él administra los bienes de su madre, publicación que el medio de comunicación accionado tituló "Abogado despoja a su madre de casa y pensión", el día 29 de junio del 2007, el cual  estima que no se ajustaba a la verdad y que tales declaraciones perjudican su imagen. Afirma que solicitó la publicación de su derecho de repuesta en relación al artículo de interés. Sobre la jurisprudencia respecto a lo que se entiende por información inexacta o agraviante, se citan las sentencias  2773-96, 5857-97. En este caso, por las razones apuntadas en la sentencia, se considera satisfecho el derecho de rectificación del amparado. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

11628-07. NIEGAN SALIDA DEL PAIS DE MENOR DE EDAD. Alega la recurrente que ingresó al país el tres de julio del año en curso, junto con su hija, menor de edad, quien tiene doble nacionalidad, tanto canadiense como costarricense. Agrega que la  menor ingresó al país en calidad de turista sin impedimento alguno. Indica que el dos  de agosto de este año se presentaron en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, con el fin de regresar a su casa situada en la isla Turks and Caicos; sin embargo, en la oficina de la Dirección General  de Migración y Extranjería se le  indicó que no podía sacar a su hija, toda vez que requería la autorización del padre. Añade que presentó  la respectiva autorización, pero ésta no  le  fue aceptada pues se  le indicó que debía venir autenticada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto o del  consulado del país,  pese que en la mencionada isla no hay consulado,  ya que es de carácter turístico y colonia de Inglaterra, por lo que debía desplazarse hasta Las Bahamas, con el perjuicio que el  cónsul se encontraba en Inglaterra. Sostiene que, como consecuencia, se le está exigiendo un formalismo imposible de satisfacer, en infracción de la libertad de tránsito  de su hija. Agrega que el tres de agosto se presentó en las  oficinas de la Dirección General de Migración y Extranjería, en la ventanilla de entrega de pasaportes, lugar en que se  le indicó que  el documento que ella tiene debía venir autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto para adquirir validez. Estima  que con ello se infringe el interés superior del menor, quien tiene nacionalidad canadiense,  ingresó con pasaporte de ese país y tal documento es valido en Canadá. Agrega que ella se encuentra en estado de embarazo y después de los próximos siete días se le hará imposible regresar a su hogar, ya que la aerolínea no le permitirá hacer el viaje por cumplir seis  meses de embarazo. Acusa  que se  le impide injustificadamente a la menor  salir  del país, para  regresar a su hogar y reunirse así con su padre. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Dirección General de Migración y Extranjería restituir a la menor amparada en el pleno goce de sus derechos conculcados, lo que implica, en este caso concreto, que se le permita salir del país en compañía de su madre. CL 
MUNICIPALIDAD
12394-07. TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO COMO JERARCA IMPROPIO EN MATERIA MUNICIPAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 19 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles y 34, 35 y 36 del Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles.Las normas se impugnan porque se dispone que respecto de la resolución que emite el Concejo Municipal, cuando se apela un avalúo, podrá ser impugnada ante el Tribunal Fiscal Administrativo, actuando éste como jerarca impropio del Concejo para dar por agotada la vía administrativa, situación que es desarrollada en el Reglamento impugnado. Expresa que en toda otra impugnación relativa a cualquier tributo municipal, el que sirve de jerarca impropio del Concejo Municipal lo es el Tribunal Contencioso Administrativo, estableciéndose la excepción sólo para el caso mencionado de la Ley de Impuesto Sobre Bienes Inmuebles, posiblemente derivado de que este impuesto anteriormente llamado Impuesto Territorial, tenía al Tribunal Fiscal Administrativo como órgano encargado de resolver las apelaciones.  Así, el Tribunal Fiscal Administrativo, no siendo judicial, funge como jerarca impropio de un órgano deliberativo creado por la Constitución y elegido por sufragio. RP
11923-07. COBRO DE IMPUESTOS MUNICIPALES A PROFESIONALES EN GRECIA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón de Grecia, número 7947 del treinta de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, artículo 1) inciso 2). Considera el accionante que la norma vulnera los principios de igualdad, razonabilidad y derecho al trabajo, dado que a su juicio el ejercicio de las profesiones liberales no puede estar afecto al pago de tributos municipales, como lo impone la norma cuestionada,  por no encontrarse en la misma condición de los demás sujetos que realizan actividad lucrativa, ya que el ejercicio de servicios profesionales presupone el cumplimiento de una serie de requisitos que sólo ellos deben cumplir, principalmente el título universitario y su incorporación a un colegio profesional. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula del inciso 2) del artículo 1 de la Ley No. 7947 del treinta de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, Ley de Impuestos Municipales del cantón de Grecia, la frase que dice "servicios profesionales". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Mora y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
MINORIAS
12733-07. SE ACUSA EL MAL ESTADO DE ACERAS EN SAN JOSE. Señala el accionante que en atención a su discapacidad su forma de movilizarse es mediante una silla de ruedas. Que la Ley 7600 incluye entre los diversos derechos de las personas con discapacidad, la posibilidad de acceder a espacios físicos y desplazarse por las aceras. Que lo anterior se torna en una obligación legal para las municipalidades del país, que deben contemplar presupuestos para garantizar el desplazamiento de las personas discapacitadas. Que no obstante, las aceras del centro de San José cuentan con algunas rampas pero la mayoría están en pésimo estado, lo que hace imposible su utilización por su parte, además en algunos sectores ni siquiera existen, por lo tanto, en la mayoría de sus travesías por la ciudad capital debe desplazarse por la calle, en donde podría ser atropellado por un vehículo, de tal manera que a fin de poder desplazarse por los diferentes lugares del centro de la capital, debe arriesgar su propia vida. Por lo expuesto, solicita a la Sala se declare con lugar el recurso, con las consecuencias legales que ello implique. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, adoptar las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles que den inicio a la construcción de nuevas aceras frente a sus propiedades, en caso de que sea necesario, y que se les brinde mantenimiento a la que lo requiera, ajustando las obras especificaciones contenidas en la Ley 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, las municipalidades suplan los trabajos y apliquen las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
11901-07. DISCRIMINACION CONTRA PERSONAS CIEGAS. Señalan los recurrentes la violación de su derecho a la igualdad de oportunidades y a la no discriminación, consagrado en el artículo 33 de la Constitución Política, porque las convocatorias que ordena la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para la realización de las audiencias públicas, se llevan a cabo mediante medios de comunicación escrita, por ende, se impide la participación a las personas que, como ellos, son ciegos. Acusan que las cédulas de identidad no son accesibles para las personas con discapacidad visual. Presentan su disconformidad con el hecho que las autoridades públicas no velan de manera oportuna por el debido cumplimiento de las disposiciones de la Ley 7600 aplicables al transporte público. Finalmente, cuestionan que el Banco Central emite billetes que no resultan accesibles a las personas con discapacidad.  Se declara parcialmente con lugar el recurso contra la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y contra el Tribunal Supremo de Elecciones. Se ordena a la Reguladora General de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, tomar las medidas pertinentes para que en lo sucesivo se mantengan informadas a las organizaciones de personas con discapacidad visual legalmente constituidas y acreditadas ante ese ente público de las diversas audiencias que se programen. Asimismo, se ordena al Presidente del Tribunal Supremo de Elecciones, que en el término improrrogable de un año, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas de su competencia para que la expedición de las cédulas de identidad de las personas con discapacidad visual sea accesible según sus necesidades específicas. Respecto al agravio presentado contra los billetes emitidos por el Banco Central de Costa Rica se ordena a los amparados que se estén a lo resuelto por este Tribunal en las sentencias Nº 2004-08800 de las 15:06 hrs. del 17 de agosto de 2004 y la 2005-017786 de las 12:16 hrs. del 23 de diciembre de 2005. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
11171-07. FALTA DE CONSTRUCCION DE ACERAS EN ALGUNAS COMUNIDADES, AFECTA A PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Señala la recurrente que es una persona no vidente  y pese a que el plazo dispuesto en los transitorios de la ley 7600, para dar cabal cumplimiento a las disposiciones ahí contenidas, a la fecha de interposición del recurso,  existe una falta total,  de aceras, cruces peatonales, semáforos y paradas de autobús en las vías aledañas al Centro de Rehabilitación en Heredia, la carretera de la Valencia en Heredia, la rotonda de San Francisco y la de Zapote, por lo que el tránsito peatonal  le es difícil e inseguro, negándosele el libre acceso a los servicios públicos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena: a) a la Alcaldesa Municipal de Santo Domingo de Heredia, adoptar las medidas pertinentes para que, de forma inmediata, aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles que den inicio a la construcción de las aceras frente a sus propiedades, en caso que sea necesario, y que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N° 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, la municipalidad ejecute las obras, las cobre y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal; y b) a la Ministra de Obras Públicas y Transportes y Presidenta del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, efectuar los estudios técnicos de planificación vial para determinar si resulta oportuno o conveniente establecer cruces peatonales y paradas de autobuses en la vía de circunvalación, específicamente, en las rotondas de San Francisco y Zapote y en la carretera de la Valencia de Heredia. En cuanto a la Municipalidad de Heredia, se declara sin lugar el recurso. En cuanto a la Municipalidad de San José, estése la recurrente a lo resuelto mediante sentencia número 2006-14850 de las 11:53 horas del 06 de Octubre del 2006. CL Parcial
NOTARIADO

11918-07. INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION EN DENUNCIAS CONTRA NOTARIOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Párrafo Segundo del Artículo 164 del Código Notarial. La norma se refiere a la interrupción de la prescripción con la notificación de la denuncia al notario, pero que una vez practicada la notificación y mientras el proceso esté en trámite,  el plazo de la prescripción no correrá y permanecerá pendiente indefinidamente.  El accionante considera que el plazo de prescripción, en su caso particular, debe empezar a correr a partir del día siguiente en que se cumplió el plazo que se le dio al quejoso para que aportara el documento que se echa de menos. El tema de la prescripción comprendida en el artículo 164 del Código Notarial, ya ha sido tratado por este Tribunal en ocasiones anteriores, se cita la sentencia 6320-03. RF
PENSIONES ALIMENTARIAS

11594-07. COBRO DE PENSION POR EL TIEMPO QUE SE ENCONTRABA EN LA CARCEL. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, en la Unidad de Pensiones Alimentarias a la orden del Juzgado de Pensiones Alimentarias de la Unión.  Indica que se dictó en su contra apremio corporal, por adeudar la pensión alimentaria correspondiente.  Considera que la nueva orden de apremio dictada en su contra es improcedente por cuanto se le pretende cobrar un período en el cual no pudo trabajar por encontrarse privado de libertad. Esta Sala se ha pronunciado respecto a hechos similares a los que aquí se impugnan y se cita la sentencia 15306-06. RF
PODER EJECUTIVO
12396-07. PERSONALIDAD JURIDICA INSTRUMENTAL DEL CONAVI. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 3 de la Ley número 7798 del 30 de abril de 1998 “Ley de Creación del Consejo Nacional de Vialidad”. El accionante que se declare la inconstitucionalidad la norma impugnada porque le confiere personalidad jurídica instrumental al CONAVI para –entre otras cosas- comparecer en juicio, activa o pasivamente, en forma separada al Estado, lo que infringe los ordinales 41, 130 y 141 de la Constitución Política. Considera un “desatino jurídico” que el legislador haya pretendido otorgar –sin cumplir los requisitos y principios ineludibles que establece el artículo 189 de la Constitución- las facultades de un ente descentralizado a un órgano desconcentrado. Señala que el CONAVI está adscrito al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, de modo que la disposición atacada conduce a un fenómeno de atomización del Poder Ejecutivo y de sus competencias que repugna a la ideología constitucional. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 8474-04. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
11485-07. CONDICIONES EN CELDA. Alegan los recurrentes que se encuentran desde hace varios días, ubicados en una celda que es para solamente una persona. Que por esa razón uno de los dos tiene que dormir en el suelo, expuestos a bacterias y insectos. Que además casi no llega el suministro de agua y no pueden movilizarse ambos en el mismo lugar. CL
11166-07. CONDICIONES EN LA REFORMA. Señala el recurrente que en la etapa donde se encuentra privado de libertad en La Reforma, no se respetan las condiciones mínimas  porque no les proveen de agua durante la noche y en las celdas existe sobrepoblación lo que motiva que a la hora de repartir la comida a algunos se le entregue fría. De la misma forma, en las celdas colectivas los camarotes tienen una altura de 1.70 metros que ponen en riesgo a sus ocupantes con peligro de una caída pues no existe un camarote normal con protección. Tal situación a su juicio afecta sus derechos fundamentales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se desestima el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades accionadas del Centro de Atención Institucional la Reforma sobre lo dispuesto en el considerando V. SL
SERVICIOS PUBLICOS
12728-07. NIEGAN INSTALACION DEL SERVICIO DE ELECTRICIDAD. Indican los recurrentes que las autoridades del Instituto Costarricense de Electricidad se niegan a prestar el servicio de electricidad, ante una gestión planteada por el titular del inmueble que arriendan, quien desea obligarlos a desocupar ese bien. Sobre el tema se cita el voto 7197-06. CL

12254-07. ACUSAN DEFICIENTE SERVICIO DE AGUA EN SIQUIRRES. Alega la recurrente que cada año que transcurre, el suministro del servicio de agua potable en la comunidad de El Cairo de Siquirres se ha  desmejorado, llegándose al extremo de que a partir de noviembre del dos mil seis, cesó por completo e inclusive los responsables de esa situación se niegan a hacer la entrega del preciado líquido a través de camiones cisterna, vulnerándose con ello los derechos de los pobladores de ese sitio, por lo que pide la estimación del amparo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de El Cairo y La Francia de Siquirres, adoptar dentro del improrrogable plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, todas las medidas que sean necesarias para darle una solución definitiva al problema de abastecimiento de agua potable que sufren los habitantes de las comunidades de El Cairo y La Francia de Siquirres a fin de que estas personas puedan disfrutar, en igualdad de condiciones, de un eficiente y adecuado servicio de agua potable. CL
11430-07. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Alega el accionante que desde el mes de agosto del 2006, presentó ante el Comité Administrador del Acueducto Rural de San Pedro de Jicaral de Lepanto de Puntarenas la colocación de una prevista de agua potable en un terreno de su propiedad, aportando la documentación y requisitos exigidos al efecto; los personeros del Comité denegaron su solicitud argumentando que no es vecino de la zona y que el agua no alcanza, por lo que acudió al Departamento de Acueductos Rurales de la Región Chorotega, donde luego de realizados los estudios correspondientes, emitieron una recomendación en el sentido de que es viable el proceder a suministrar el agua, así como, que existe suficiente agua para brindar el mismo;  acusa que pese a lo recomendado por el Departamento de Acueductos Rurales, el Comité continúa denegando la prestación del servicio, lo que considera violatorio de sus derechos fundamentales a la vida y la salud. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra del Comité Administrador del Acueducto Rural de Jicaral de Lepanto de Puntarenas y, en consecuencia, se ordena a su presidente, que debe estarse a lo que disponga y ejecute el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. CL

11190-07. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Señalan los recurrentes, vecinos del Barrio San Cristóbal de Cañas, la violación de sus derechos fundamentales por la negativa de las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados de suministrar el servicio de agua potable en ese lugar. Acusan que la carencia de ese líquido les causa un serio perjuicio toda vez que no pueden satisfacer sus necesidades básicas. Indican que la denegatoria del AyA para instalar el servicio de agua potable no es antojadiza ya que en la conexión de los servicios que solicitan los recurrentes contempla una limitante de orden técnico y legal, sea la falta de infraestructura, la que debe ser sufragada por el mismo cliente. Se declara sin lugar el recurso, sin embargo, tomen nota los recurridos particularmente de lo establecido en el último considerando. Los Magistrados Vargas Benavides, Jinesta Lobo y Araya García salvan el voto y declaran con lugar el amparo con sus consecuencias. SL
11266-07. AUDIENCIA PÚBLICA EN AJUSTE AUTOMATICO DEL PRECIO DEL COMBUSTIBLE. Señala el recurrente que en el mes de junio de 2005, con base en el artículo 31 de la Ley N°7593, la ARESEP propuso un procedimiento de ajuste extraordinario de fijación de precio del combustible que expende RECOPE S.A., el cual fue aprobado mediante la resolución RRG-4771 de las once horas con treinta minutos del veintinueve de junio del dos mil cinco, y según indica la Autoridad Reguladora informó que: "de conformidad con lo establecido en los artículos 30 y 36 de la Ley 7693, las fijaciones extraordinarias de tarifas no requieren del trámite de audiencia pública." Considera que dicho procedimiento extraordinario junto con el modelo automático que lo sustenta, ha sido la base para las fijaciones automáticas del precio de los combustibles durante el año 2006 y el presente año, lo que estima lesiona los derechos fundamentales de los usuarios de combustibles consagrados en la Constitución Política, debido a que su aplicación para ajustar los precios de los combustibles no contempla el mecanismo de las audiencias públicas, como lo establece el artículo 5 de la Ley N°7593, lo que acarrea indefensión de los usuarios de acceder a la participación ciudadana. Por sentencia número 2007-6184 de las dieciocho horas con veintiocho minutos del ocho de mayo de dos mil siete, la Sala Constitucional declaró con lugar el recurso de amparo 07-004761-0007-CO, y anuló la resolución RRG-4771-2005 del veintinueve de julio de dos mil cinco. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos omitió diseñar y aplicar un mecanismo que garantice la participación de los habitantes en la aplicación del modelo de ajuste extraordinario de fijación de precio del combustible que expende la Refinadora Costarricense de Petróleo Sociedad Anónima. Se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, se diseñe y aplique un mecanismo que garantice la participación de los habitantes en el proceso de ajuste extraordinario en los precios de los combustibles que expende la Refinadora Costarricense de Petróleo Sociedad Anónima, según los términos de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso en idéntico sentido que  lo hizo en la sentencia 2007-6184 de este mismo expediente. CL Parcial
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
12741-07. PETICION A SUJETOS DE DERECHO PRIVADO. Señala el recurrente que presentó una gestión ante la Universidad Latina de Costa Rica mediante la cual solicitaba la entrega del título de bachillerato de su carrera, así como la fijación de la fecha para la juramentación respectiva en fecha nueve de marzo de dos mil siete, sin haber recibido respuesta a la fecha de interposición del presente recurso de amparo, se configura en una vulneración a sus derechos de petición y pronta respuesta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Rector de la Universidad Latina de Costa Rica y al Apoderado Generalísimo sin limite de suma de la Universidad Latina de Costa Rica, que en el plazo improrrogable de diez días contado a partir de la notificación de esta resolución, notifique al recurrente la resolución de la solicitud presentada en fecha nueve de marzo de dos mil siete. CL
11626-07. REQUISITOS PARA ELECCION DE DIRECTORES EN COOPERATIVA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 56 incisos d) y f) del Estatuto Social de COOCIQUE R.L. La normativa se impugna –únicamente–en tanto establece una diferenciación irrazonable y arbitraria en los miembros de esa organización, al distinguir entre socios activos y no activos, que  limita o impide la posibilidad del derecho de postularse como candidato del puesto de director del Consejo de la Cooperativa, a quienes se califiquen como socios inactivos, entendiendo por tales a quienes no participen en actividades de la cooperativa, no estén al día en sus obligaciones y no muestren interés en la asociación, sin que exista ningún acto de suspensión o expulsión de la cooperativa, tratándose de una categoría no definida en el Estatuto de la cooperativa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
11170-07. NO SE PERMITE INGRESO A PROPIEDAD PRIVADA, PARA ARREGLAR TANQUE DE AGUA QUE ABASTECE LA COMUNIDAD DE VILLARREAL. Manifiesta el recurrente que el Presidente de Hotel Tropicana Tamarindo Limitada, destruyó la tubería que del nuevo tanque de almacenamiento que se construyó en el inmueble en que se encuentra situado dicho hotel con el permiso del  propietario registral de dicho terreno. Lo anterior ha agravado la situación de los habitantes de la comunidad de Villarreal de Tamarindo de Santa Cruz, dado que al estar colapsado el sistema actual -tal y como concluye la Sucursal del Instituto Costarricense de  Acueductos y Alcantarillados en Santa Cruz, se producen interrupciones constantes en la prestación del servicio que brinda ese acueducto en perjuicio de la comunidad. Aunado a lo anterior, no se permite el ingreso al inmueble a fin de reparar los daños que ocasionó en la estructura y permitir así, que entre a funcionar ese tanque de almacenamiento. A su juicio, dicha situación provoca una grave perjuicio para la salud de los habitantes de esa localidad, ya que a consecuencia de los hechos descritos se torma imposible proveer de un servicio continuo y eficiente de agua potable a los vecinos de esa localidad. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Apoderado Generalísimo sin límite de suma de Hotel Tropicada Tamarindo Limitada, permitir a los miembros de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Villarreal de Santa Cruz, Guanacaste, dar el mantenimiento necesario al tanque de almacenamiento de agua potable localizado en el inmueble en que se ubica el Hotel Tropicana Tamarindo Limitada, a efecto de garantizar un suministro de agua potable continuo, efectivo y de buena calidad a esa comunidad. En lo demás se declara sin lugar. CL Parcial
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS




TRABAJO

10339-07. ANULAN NOMBRAMIENTO INTERINO POR INCAPACIDAD SIMULTÁNEA. Señala la recurrente que durante el 2006 entregó su oferta de servicios para optar por un nombramiento para el curso lectivo del 2007, razón por la que se le comunicó mediante telegrama, nombramiento interino como Profesora de Idioma Extranjero en la especialidad de Inglés en la Escuela Palmichal con rige del 14 de marzo del 2007 al 18 de diciembre del 2007.  Para el presente curso lectivo se le extiende incapacidad por maternidad por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social y al presentarse a entregar la incapacidad ante las oficinas correspondientes, le indican que no puede entregar la misma por cuanto su nombramiento no procede, sin brindar ningún tipo de explicación,  siendo que ya ha pasado mucho tiempo para hacer entrega de su incapacidad. Indica que en su acción de personal se registra su nombramiento interino por todo el curso lectivo 2007, por lo que actualmente recibe el salario correspondiente, y al solicitar información al Director del Centro Educativo en donde se encuentra nombrada, le indican que hay otro docente laborando en su puesto y que por ello no le pueden recibir la incapacidad. Lo anterior le perjudica sustancialmente, por cuanto no ha podido cobrar el subsidio en la Caja Costarricense de Seguro Social al no tener dicha incapacidad la firma de su patrono, siendo que le asiste el derecho a que se le otorgue la Licencia de maternidad de lo contrario estaría completamente desprotegida para efectos de atención médica y salarial.  Indica bajo juramento el Ministro de Educación, que se anula la propuesta de nombramiento, explicándosele a la recurrente que al estar incapacitada no se le puede realizar un nombramiento interino, según lo dispuesto en el artículo 82, inciso e) del Reglamento de Carrera Docente del Estatuto del Servicio Civil. Con base en la parte considerativa de la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. Voto Salvado del Magistrado Armijo Sancho: Con el mayor respeto por el criterio de la mayoría de la Sala, sin embargo, salvo el voto y declaro con lugar el recurso, únicamente para efectos indemnizatorios, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, porque considero que en el presente caso ha ocurrido, exactamente, la situación prevista en esa norma, que dice:

“Si, estando en curso el amparo, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará con lugar el recurso únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”.

En efecto, el recurso se interpone contra una resolución de la Dirección General de Migración que deniega la visa solicitada, por considerar que el matrimonio en que se fundamenta la solicitud fue celebrado sin poder suficiente, dado que se trató de un poder especial, en lugar del especialísimo previsto en el Código de Familia. Reclamos de idéntica naturaleza han dado lugar a numerosas sentencias unánimes estimatorias, en las cuales la Sala ha considerado, en forma rotunda, que esas denegatorias de visa vulneran los derechos fundamentales y ha anulado las resoluciones denegatorias y ordenado a la Dirección de Migración que las resuelva, como en derecho corresponda, sin entrar a valorar si los matrimonios cumplen los requisitos establecidos legalmente (v. entre otras, la sentencia número 06233-2007 de diecinueve horas diecisiete minutos del ocho de mayo de dos mil siete).-

 En esos casos, idénticos al presente amparo, la solución al reclamo tuvo que darse en virtud de lo dispuesto por la Sala en la sentencia; en cambio, aquí, ha sido la misma administración demandada la que, durante el iter procesal, ha anulado la resolución denegatoria de la visa y analizado la solicitud de ingreso sin entrar a valorar si el matrimonio cumple los requisitos legales, tal como se lo ordenó la Sala en casos anteriores, e incluso ha ido más allá de lo que le ha ordenado la Sala, otorgando la visa sin más. Con lo cual, no puedo llegar a otra conclusión que a la del dictado de una sentencia estimatoria, como lo han sido las anteriores, por supuesto que sin anular ni ordenar nada en particular, porque ya no es necesario y, como lo he dicho, de acuerdo con el artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente para efectos del pago de las costas, daños y perjuicios. Tratándose de un caso igual a otros declarados con lugar, rompería mi concepto del principio de igualdad constitucional y de justicia cumplida y de conformidad con la Constitución y las leyes el resolver de otra manera, menos aún, ordenando un archivo del expediente.

Reconozco que la Sala nunca ha ordenado a la Dirección General de Migración que otorgue las visas en estas circunstancias y que lo único que ha hecho ha sido anular las denegatorias de visa por vulnerar los derechos fundamentales de las personas amparadas, justamente por el solo hecho de que cuestionara la validez de los poderes con que se han celebrado los matrimonios; de manera que si Migración determinó otorgar las visas, dando más de lo que hubiera dado la Sala, ese plus no tiene la virtud de convertir en constitucional lo que era inconstitucional o, mejor dicho, en convertir lo impugnado, tantas otras veces considerado por esta Sala como violatorio de los derechos fundamentales, en algo que no lo es, como parece entenderlo la mayoría, al ordenar el archivo.  

Esta clase de situaciones, repito, son las previstas textual y expresamente por el párrafo primero del artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, cuando la misma Administración revoca, detiene o suspende la actuación impugnada, y no veo otra forma de resolver el asunto que dictando una sentencia estimatoria, a menos de que se considere que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental y se declare sin lugar el recurso.-

Por último, aparte de esos motivos de índole procesal, me resulta evidente que procede la estimatoria del recurso por razones de justicia, en razón de que  las personas amparadas tuvieron que interponerlo porque Migración denegó la visa solicitada abiertamente en contra de lo establecido en precedentes vinculantes de la Sala y, además, Migración anula ahora la resolución que denegó la visa y dicta otra otorgándola, porque se ha promovido el amparo en su contra; por eso, tanto desde la lógica procesal como desde la lógica del principio de la restitutio in integrum, elemental en materia de garantía de los derechos fundamentales, todo obliga a que el Estado, en este caso, cargue con el pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que dieron lugar a la interposición del recurso; la restitutio  exige la indemnización. Desde mi punto de vista, con todo respeto, considero que el archivo dispuesto por la mayoría, en este caso, peca por denegación de justicia y riñe con el derecho a la tutela judicial efectiva.-

EXTRANJEROS

11401-07. PRUEBA EN MATRIMONIOS POR PODER. Señala el recurrente que la Dirección General de Migración y Extranjería no ha resuelto la gestión presentada el veintidós de noviembre de dos mil seis. Por su parte el Director General de Migración y Extranjería señala que en atención a la gestión presentada, mediante resolución número DGVR 4959-2007-LAW, previno al amparado en Costa Rica cumplir los requisitos señalados en el artículo 67 de la Ley número 8487. Resulta razonable que el Estado, dentro de sus potestades, se cerciore de que se trata de uniones normales. Dentro de este marco, la Ley de Migración y Extranjería, ley nº 8487 del veintidós de noviembre de dos mil cinco, facultó a la Dirección General de Migración y Extranjería para valorar la existencia real del vínculo matrimonial –que recibe especial tutela en el Derecho de la Constitución-, y de esa forma evitar que se eludan los efectos del régimen migratorio con la sola existencia de una formalidad jurídica. En este sentido, según lo que se ha conocido públicamente que está sucediendo en esta materia, el artículo 67 de la citada Ley, se debe pedir a la parte interesada que aporte prueba a fin de demostrar que hay convivencia matrimonial y que no se trata de una mera simulación.  Se declara sin lugar el recurso. 
Salva el voto el Magistrado Armijo y, de conformidad con el artículo 48 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, otorgan al recurrente un término de quince días hábiles para que interponga acción de inconstitucionalidad contra el artículo 67 de la Ley General de Migración, bajo el apercibimiento de que en caso de no hacerlo, se archivará el expediente. VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Disiento del criterio de la mayoría que declara sin lugar el recurso porque considero que en el presente caso, antes de definir si el amparo debe ser desestimado o acogido, debe discutirse la constitucionalidad del artículo 67 de la Ley de Migración y Extranjería, de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, para lo cual, procede  otorgar al recurrente el término de quince días hábiles a fin de que interponga acción de inconstitucionalidad contra aquella disposición, dado que los actos impugnados, en concreto, la exigencia de demostración de la convivencia por parte de los amparados, se encuentra razonablemente o, mejor dicho, inexorablemente fundada en esa norma, sobre la cual ya esta Sala, con ocasión de la consulta legislativa formulada sobre el proyecto de la Ley de Migración que ahora nos rige, en la sentencia número 2005-09618 de catorce horas con cuarenta y seis minutos del veinte de julio del dos mil cinco había dictaminado que:
 “Es inconstitucional el artículo 67 en cuanto a la frase “la convivencia conyugal durante un mínimo de un año fuera del territorio nacional”

Y que,

“por conexión, también resulta inconstitucional el último párrafo del artículo 67, que al definir convivencia conyugal, se refiere a un concepto que supone la aplicación de la hipótesis prevista en el párrafo primero”.

Lo anterior, con fundamento en que

“Sobre las potestades en cuanto a la determinación del matrimonio por poder, la única inconstitucionalidad que aprecia esta Sala, es la exigencia de que el costarricense deba haber vivido conyugalmente en el extranjero durante un año, ello por cuanto tal exigencia conculca el principio de autonomía de la voluntad, conculcándose, indirectamente, la prohibición que contiene el artículo 32 de la Constitución Política, al exigir que el costarricense haya tenido, fuera del territorio nacional, una convivencia conyugal por un plazo no menor a un año; por otra parte, el requisito comentado, resulta violatorio de los principios constitucionales de razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad. Esto, por supuesto, no excluye que el Estado pueda exigir los requisitos que considere necesarios respecto del matrimonio por poder, siempre y cuando tales exigencias sean razonables, conforme al Derecho de la Constitución, tal como se dijo. Sobre este delicado tema del matrimonio por poder y el uso indebido que se le puede dar, resulta necesario consignar algún comentario adicional, aunque muy concreto. Los antiguos romanos acuñaron la máxima fraus omnia corrumpit , que traduciríamos como el fraude lo corrompe todo , dado que en ocasiones estamos ante actos que parecen formalmente perfectos, pero cuya razón de ser y fines, son otros, con lo cual en el fondo existen solamente para aparentar. Desde este punto de vista, no se pueden desconocer los llamados matrimonios de conveniencia, de complacencia, matrimonios blancos, o de la forma que los llame la doctrina, pero en todo caso entendiendo por tales, los matrimonios cuya finalidad o propósito no es llevarse a cabo para cumplir con lo que se entiende por matrimonio, y que, además, en principio no deberían esperar la protección del ordenamiento jurídico, como si fueran realmente lo que dicen ser, faltando elementos sustanciales en su constitución. No obstante lo dicho, y aun aceptando que es legítima la preocupación del Estado cuando el matrimonio por poder se utiliza solamente como un medio para obtener permisos de residencia o incluso la nacionalidad, no es la fórmula propuesta en el proyecto la que puede, también válidamente, darle solución al problema, según se ha analizado. De todas formas, aparte de la inscripción en el Registro Civil, que parece un requisito lógico en estos casos, tampoco desconoce la Sala que el solo hecho del matrimonio no obliga al reconocimiento de derechos migratorios a favor de la persona extranjera, pues deberán tenerse en cuenta otros requisitos que usualmente se exigen en estos casos. Así las cosas, encuentra esta Sala que la frase: “la convivencia conyugal durante un mínimo de un año fuera del territorio nacional ” contenida en este artículo es contrario a la Constitución. Como efecto reflejo de esta inconstitucionalidad, también se decreta la del último párrafo de la norma comentada (artículo 67), cuando establece “Entiéndese por convivencia conyugal, para los efectos de la presente Ley, la unión estable de los cónyuges que integre una unidad social primaria, dotada de publicidad, cohabitación y singularidad, que amerita la protección del Estado…” . La inconstitucionalidad de esta definición es inevitable, pues casualmente es una norma cuya aplicabilidad depende de la vigencia de una exigencia que resulta irrazonable y desproporcionada. El apartado comentado define un concepto que sólo tiene sentido respecto de una exigencia, la convivencia en el extranjero, que como se expresó, es inconstitucional. Así las cosas, encuentra esta Sala que la frase: ”la convivencia conyugal durante un mínimo de un año fuera del territorio nacional” , es inconstitucional; de igual forma, como efecto reflejo de ésta, también se decreta la inconstitucionalidad del último párrafo de la misma norma, en la que define que: ”Entiéndese por convivencia conyugal para los efectos de la presente Ley, la unión estable de los cónyuges que integre una unidad social primaria, dotada de publicidad, cohabitación y singularidad que amerite la protección del Estado…” (idem). 
A lo anterior, se suma el hecho de que en estos casos de extranjeros que solicitan visa con base en un vínculo matrimonial con costarricense contraído por poder, los justiciables han debido presentar amparos, primero, por la tardanza de la Dirección General de Migración en resolver sus solicitudes; segundo, contra las resoluciones que les denegaron la visa al cuestionar esa Dirección la validez de su matrimonio, dando lugar a sentencias estimatorias que obligaron a Migración a resolver las solicitudes sin cuestionar la validez del vínculo; tercero, contra las resoluciones que, sin cuestionar la validez, denegaron la visa por falta de acreditación de la convivencia conyugal y que dieron lugar a que la Sala ordenara a Migración prevenir a los interesados la acreditación de la convivencia y, por último, una vez superado el cuestionamiento de la validez y de la falta de prevenir la acreditación de convivencia, por el hecho de que se denegaran las visas por no demostrar esa convivencia que, desde el principio de esa trayectoria jurisprudencial, resultaba evidente que no podían acreditar, porque se trata de matrimonios contraídos por poder en un Estado extranjero.

A mi juicio, conducir a los justiciables a un callejón sin salida, como ha ocurrido en este caso, sin dar oportunidad de que se discuta la constitucionalidad de la norma en que se funda el acto impugnado, sobre la cual la Sala ya había incluso dictaminado su disconformidad con la Constitución, me resulta contrario a los principios que rigen esta Jurisdicción y al texto expreso del artículo 48 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.-

 
SERVICIOS PUBLICOS
11266-07. AUDIENCIA PÚBLICA EN AJUSTE AUTOMATICO DEL PRECIO DEL COMBUSTIBLE. Señala el recurrente que en el mes de junio de 2005, con base en el artículo 31 de la Ley N°7593, la ARESEP propuso un procedimiento de ajuste extraordinario de fijación de precio del combustible que expende RECOPE S.A., el cual fue aprobado mediante la resolución RRG-4771 de las once horas con treinta minutos del veintinueve de junio del dos mil cinco, y según indica la Autoridad Reguladora informó que: "de conformidad con lo establecido en los artículos 30 y 36 de la Ley 7693, las fijaciones extraordinarias de tarifas no requieren del trámite de audiencia pública." Considera que dicho procedimiento extraordinario junto con el modelo automático que lo sustenta, ha sido la base para las fijaciones automáticas del precio de los combustibles durante el año 2006 y el presente año, lo que estima lesiona los derechos fundamentales de los usuarios de combustibles consagrados en la Constitución Política, debido a que su aplicación para ajustar los precios de los combustibles no contempla el mecanismo de las audiencias públicas, como lo establece el artículo 5 de la Ley N°7593, lo que acarrea indefensión de los usuarios de acceder a la participación ciudadana. Por sentencia número 2007-6184 de las dieciocho horas con veintiocho minutos del ocho de mayo de dos mil siete, la Sala Constitucional declaró con lugar el recurso de amparo 07-004761-0007-CO, y anuló la resolución RRG-4771-2005 del veintinueve de julio de dos mil cinco. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos omitió diseñar y aplicar un mecanismo que garantice la participación de los habitantes en la aplicación del modelo de ajuste extraordinario de fijación de precio del combustible que expende la Refinadora Costarricense de Petróleo Sociedad Anónima. Se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, se diseñe y aplique un mecanismo que garantice la participación de los habitantes en el proceso de ajuste extraordinario en los precios de los combustibles que expende la Refinadora Costarricense de Petróleo Sociedad Anónima, según los términos de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. El magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso en idéntico sentido que  lo hizo en la sentencia 2007-6184 de este mismo expediente. Voto salvado del Magistrado Armijo Sancho. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia N°2007-10560, por las razones que expongo de seguido: 

- la Sala Constitucional, en la sentencia N°2007-6184 de las 18:28 hrs. de 8 de mayo de 2007, declaró con lugar este recurso de amparo, en cuanto se dirigió contra la negativa de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos de celebrar las audiencias públicas, debido a la aplicación del modelo de ajuste extraordinario de fijación del precio del combustible. En dicha sentencia la Sala había considerado que esa resolución vulnera el derecho protegido en el artículo 9° de la Constitución Política, según el cual el Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable, razón por la que la ciudadanía tiene el derecho y la posibilidad de intervenir activamente en el proceso de fijación de los precios. 

- en esta ocasión, sin embargo, la mayoría del Tribunal Constitucional dispone anular esa sentencia, únicamente por no haberse conferido una audiencia previa a la Refinadora Costarricense de Petróleo.

- sobre el particular, el suscrito Magistrado estima necesario mantener lo resuelto por el Tribunal Constitucional en la resolución de fondo del amparo, teniendo en cuenta que el recurso originalmente había sido establecido contra la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, tal y como se ha producido en otras ocasiones en las cuales se ha cuestionado este modelo automático (sobre el particular, se pueden consultar las sentencias N°2006-009527 de las 15:30 hrs. de 5 de julio de 2006, N°2005-014660 de las 14:25 hrs. de 21 de octubre de 2005 y N°2005-14659 de las 14:24 hrs. de 21 de octubre de 2005), en cuyos casos tampoco se había concedido una audiencia a la Refinadora Costarricense de Petróleo u otro.

- al respecto, considero que la mayoría del Tribunal Constitucional, antes de haber anulado la sentencia de este proceso luego de la gestión formulada a folios 235 a 345 por el Presidente de la Junta Directiva de la Refinadora Costarricense de Petróleo, Sociedad Anónima, debió haber conferido una audiencia previa al actor, cuya violación de sus derechos fundamentales había sido acreditada. De modo que, a mi juicio, en esta oportunidad también se incurre precisamente en el mismo vicio que motivó la anulación de la resolución de fondo. 

- En todo caso, si se analiza por el fondo el escrito del Presidente de la Junta Directiva de la Refinadora Costarricense de Petróleo, en modo alguno justifica un razonamiento distinto del que fue emitido en este asunto, razón por la que no es razonable ni proporcional la anulación de esa sentencia, en la que se ha potenciado los alcances del derecho protegido en el artículo 9° constitucional, recogiéndose con amplitud la línea jurisprudencial sentada por el Tribunal Constitucional en esta materia. En virtud de lo expuesto, el suscrito Magistrado salva el voto y estima necesario mantener lo resuelto por la Sala Constitucional en el Voto N°2007-6184.
